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INTRODUCCIÓN** 
La Administración eclesiástica, en su búsqueda directa e inmediata del bien 
público, se sirve, entre otros medios , de actos jurídicos de gobierno, manifesta-
* Director de la Tesis: Prof. Dr. Jorge MIRAS Pouso. Título: El procedimiento deformación y 
emisión de los actos administrativos singulares en el Derecho Canónico. Fecha de defensa: 
20.VI.1997. 
** Las siglas utilizadas en este trabajo son: 
CCEO Codex Canonum Ecclesiarum Orientalium 
CPI Pontificia Commissio ad Codicis Cañones Authentice Interpretandos (CIC 17 y CIC 83) 
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ción de la potestad ejecutiva, mediante los cuales la autoridad competente toma 
decisiones, concede o deniega lo que se le solicita o provee de diversos modos a 
las necesidades del Pueblo de Dios. El Código de Derecho canónico los ha regu-
lado unitariamente, por primera vez en la historia, dentro de la categoría general 
de actos administrativos singulares. 
Se trata de actos que gozan de prerrogativas especiales en el ordenamiento 
canónico; entre otras, la presunción de legitimidad y la ejecutividad de las deci-
siones que contienen. 
Por ese motivo, la influencia de esos actos en la esfera jurídica de los admi-
nistrados es inmediata; y de ahí la necesidad de rodearlos de especiales garantías. 
En efecto, la compresión de la naturaleza de la potestad eclesiástica c o m o 
servicio; la fuerte carga significativa que adopta en la vida de la Iglesia, sacra-
mento de salvación, la posición de «administrador»; el subrayado que ha recibi-
do la dignidad de los christifideles, p lasmada también en los deberes y derechos 
reconocidos a todos los baut izados; la t ranscendencia de los bienes en j u e g o en 
el desempeño de la función administrat iva eclesiástica; son aspectos del mis te-
rio de la Iglesia, tal como se refleja en la enseñanza del Concilio Vaticano II, que 
han de encontrar cauces técnicos adecuados para plasmarse jur íd icamente ; y el 
ámbito de los actos administrativos, precisamente por su inmediatez respecto de 
la vida de los fieles, no es, ciertamente, el menos sensible a esas exigencias. 
D e ah í que en el proceso de reforma del C I C d e 1917 se prestara especial 
atención a estas cuestiones, y que las novedades de la segunda codificación ca-
nónica en esta materia resulten más llamativas que en otros campos. 
Dedicamos el epígrafe I a las cuest iones relativas al procedimiento de for-
mación y emisión de los actos, tal como se encuentra en el Código vigente. E m -
pezamos por explicar los elementos constitutivos del acto administrativo y su ca-
rácter singular, para reunir luego todos los detal les del procedimiento que se 
encuentran dispersos por diversos lugares del Código . En una presentación de 
ese tipo no pueden faltar las referencias a asuntos conexos con el procedimien-
to, señaladamente a los vicios y sus consecuencias jurídicas. 
E n el epígrafe II es tudiamos el procedimiento de formación y emis ión de 
los actos administrat ivos que se ha de seguir en la Cur ia Romana , conforme al 
derecho común y la práctica administrativa. El fundamento de nuestras conside-
raciones son las normas que se refieren a la práct ica administrat iva de la Curia, 
LEF Lex Ecclesiae Fundamentalis 
P.B. Constitución Apostólica Pastor Bonus 
PCCICR Pontificia Commissio Codicis Iuris Canonici Recognoscendo 
REU Constitución Apostólica Regimini Ecclesiae Universae 
RGCR Reglamento General de la Curia Romana 
STSA Supremum Tribunal Signaturae Apostolicae 
SCHPA Schema de Procedura Administrativa 
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así c o m o la Const i tución Apostól ica Pastor Bonus y el Reg lamento Genera l de 
la Curia Romana . De esta manera intentamos comprobar c ó m o se plasma, en la 
actividad de la Curia, el procedimiento cuyas características y elementos hemos 
tratado de reconstruir en las dos primeras partes. 
I. ACTOS SINGULARES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ECLESIÁSTICA 
Y EL PROCEDIMIENTO DE SU FORMACIÓN EN EL CÓDIGO DE 1 9 8 3 
A. Noción y elementos constitutivos del acto administrativo singular 
Queremos dedicar este capí tulo a explicar el acto administrat ivo desde el 
punto de vista teórico, tal como lo ve la doctrina, aunque s iempre con una re-
ferencia al Código vigente. 
Nos parece imposible hablar del procedimiento de formación del ac to ad-
ministrat ivo, sin anteponer algunas notas sobre su mismo concepto . L a expre-
sión «acto administrativo» no se utilizaba en el CIC 17, aunque no cabe duda de 
que tales actos han existido siempre, bajo otras denominaciones: decretos, deci -
siones, mandatos , etc. En los documentos eclesiásticos oficiales, se hablaba por 
primera vez de los «actos de la potestad administrativa eclesiástica» en la Cons-
titución Apostól ica Regimini Ecclesiae Universae y en las Normae Speciales del 
Tribunal Supremo de la Signatura Apostól ica 1 . C o m o es sabido, esta terminolo-
gía no proviene del Legis lador eclesiástico, sino que tiene origen en el derecho 
secular. De la teoría elaborada al hilo del derecho administrativo secular se tomó 
tanto la denominación, como el concepto de acto administrativo, aunque con los 
matices y modificaciones exigidos por lo específico del ordenamiento canónico. 
Comparando las opiniones de los representantes de la doctrina secular y los 
primeros canonistas que dedicaron sus trabajos al derecho administrat ivo, que 
quizá hayan sido los canonistas i tal ianos 2 , se aprecian c laramente ciertas cone-
xiones y semejanzas entre las dos teorías. C o m o ejemplo citaremos la definición 
de acto administrativo elaborada en el derecho italiano por Zanobini: «cualquier 
declaración de voluntad, de deseo, de conocimiento, o de juicio hecha (emitida) 
por un sujeto de la administración pública en el ejercicio de la potestad adminis-
trat iva» 3 . De manera muy parecida, al final de los años sesenta, Ranaudo y 
D'Ost i l io definen el acto administrativo como: «una declaración práctica de vo -
luntad, de conocimiento o de juic io , emit ida por un órgano administrat ivo en el 
1. Cf. art. 106 de la REU y art. 96 de NS. 
2. Como ejemplo queremos mencionar a los siguientes: Cf. RANAUDO, Gli atti, esp. p. 701; Cf. 
D'OSTILIO, Tipología ed esecuzione; esp. pp. 261s; Cf. LOBINA, La competenza, pp. 88ss; y cf. Mo-
NETA, // prowedimento, esp. pp. 91s. 
3. Cf. ZANOBINI, Corso, p. 187. 
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ejercicio de su actividad administrativa, para procurar y fomentar el bien públi-
co» 4 . L a comparac ión de los contenidos de ambas definiciones permite afirmar 
que estos canonistas parten, para su definición, del concepto elaborado por Za-
nobini 5 . Muy arraigada en el derecho secular italiano nos parece también la de-
finición que presenta Lobina. Según él, los actos administrativos son: «actos ju-
rídicos de derecho público, provenientes de una autoridad o función pública, que 
producen efectos jurídicos para sujetos ajenos a la administración» 6 . 
En cambio , M o n e t a toma del derecho administrat ivo italiano la diferencia 
entre los actos administrat ivos impugnables , es decir sometidos al control judi -
cial, y no impugnables . La categoría de los actos impugnables le sirve para pre-
sentar su teoría del acto administrativo, que define como: «el acto de una autori-
dad administrativa, emit ido en el ejercicio de una potestad administrativa y con 
carácter imperat ivo, o sea, idóneo para incidir uni la teralmente en situaciones 
subjetivas de terceros» 7 . 
N o menos coincidentes con las teorías seculares parecen ser las opiniones 
de los canonistas españoles y polacos. La comparación del concepto de acto que 
presenta González Navar ro («acto de un poder públ ico sujeto al derecho admi-
nistrativo, de carácter unilateral y no normat ivo» 8 ) , con las definiciones ofreci-
das por López Alarcón («toda declaración de voluntad unilateral e inmediata que 
emana de Autor idad eclesiást ica competente , se dirige a la realización de fines 
concretos de la sociedad eclesiástica, está subordinada a preceptos normativos y 
sujeta de modo directo o reflejo al subdito o a un órgano eclesiástico» 9 ) , o Mal-
donado («aquellos actos por los que se ejercita la función administrat iva de la 
potestad eclesiástica de jurisdicción y constituyen" las decisiones, y los mandatos 
determinados, con los que se desarrolla la práctica normal de la gestión de la re-
pública eclesiástica en la vida jur ídica canónica» 1 0 ) demuest ra muchas semejan-
zas con la teoría secular. 
En la doctrina polaca, anterior y actual, podemos encontrar frecuentemente 
definiciones muy parecidas a ésta que presenta Letowski : «el acto administrati-
vo es una resolución de carácter imperativo, hecha por un órgano administrativo 
4. Cf. RANAUDO, Gli atti, p. 701; D'OSTILIO, Tipologia ed esecuzione; pp. 261s. 
5. Así LABANDEIRA, Tratado, p. 290. 
6. Cf. La competenza, pp. 88s. 
7. Cf. // provvedimento, p. 91 ; IDEM, // controllo giurisdizionale, pp. 66s. y 80s. 
8. Cf. GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo, p. 96. Según el Autor, dicha noción es 
muy difícil de captar, porque hay que tener en cuenta el carácter dinámico de la legislación y ju-
risprudencia que influye mucho en la doctrina. La noción depende de que concepto elegimos: am-
plio, intermedio o restringido; cf. Derecho administrativo, pp. 93-95. Parece que la valoración de 
la dificultad de aprehensión de la noción la comparte el Autor con SANTAMARÍA PASTOR, cf. La nu-
lidad, pp. 39-44. 
9. Cf. LÓPEZ ALARCÓN, Sobre algunos aspectos, p. 20. 
10. Cf. MALDONADO, Curso, p. 141. 
FORMACIÓN Y EMISIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 219 
en un caso concreto e individual del modo regulado por el derecho administrati-
vo»" . Un concepto parecido, por identificar acto con decisión administrativa, en-
contramos en el pensamiento deZurowsk i , para quien el acto administrat ivo es 
«una decisión individual de un órgano de la autoridad administrativa, hecha den-
tro de los límites del derecho vigente» 1 2 . 
En el Derecho Canónico actual tampoco encontramos unanimidad de opinio-
nes en cuanto asunto a la definición del acto. Desde el punto de vista terminológi-
co, el mismo Código utiliza varios nombres para designar los actos de la Adminis-
tración pública eclesiástica 1 3 . La diversidad es aún mayor en cuanto a la noción del 
acto. Hay que tener en cuenta el cambio que ha supuesto la nueva codificación. 
Bajo la normativa antecedente, la distinción de las funciones, legislativa, judicial 
y administrativa, no existía tan claramente como ahora 1 4 . El hecho de la unidad de 
poder en los oficios capitales no supone gran dificultad a la hora de discernir di-
chas actividades, pues la función administrativa la desempeñan más frecuentemen-
te los oficios auxiliares, que gozan solamente de la potestad ejecutiva 1 5 . 
Se hace posible, por tanto, aplicar dos criterios para delimitar el acto admi-
nistrativo. El subjetivo, nos permite determinar el autor del acto, que es una au-
toridad administrativa 1 6 , aunque algunos la designan con otros vocablos 1 7 . 
El segundo carácter delimitador, el objetivo, exige que el acto se realice en 
el ejercicio de la potestad administrat iva 1 8 . Hay autores que prefieren sustituir 
11. Cf. LETOWSKI, Prawo administracyjne, pp. 146s. El Autor diferencia, al mismo tiempo, 
dentro de los actos administrativos, los actos impugnables, emitidos según las reglas del procedi-
miento administrativo. Tales actos, llamados en el art. 104 § 1 del Código de procedimiento admi-
nistrativo (polaco) «decisiones», son actos administrativos en el sentido estricto y se someten al 
control judicial (del Supremo Tribunal Administrativo). Los demás, son actos de la administración 
de índole normativa, aunque siempre con carácter inferior, es decir subordinado a las leyes. 
12. Cf. Prawo, p. 119, donde ZUROWSKI sostiene su opinión formada bajo la normativa ante-
rior, cf. Akty administracyje, p. 58; también Gli atti, pp. 906s. 
13. Se recogió la terminología de REU: cf. ce. 1400 § 2 y 1445 § 2; pero se utilizan también 
los términos «acto administrativo», cf. ce. 16,35-48,59,479 y 1732; o «decreto administrativo», 
cf. ce. 1732-1739. Asimismo se emplea la formula «decreto extrajudicial», cf. ce. 1342,1363 § 2, 
1718 y 1720. 
14. Cf.c. 135 § 1. 
15. Parece que se sigue una distinción muy clara, aunque con algunas excepciones, en la organi-
zación de la Curia Romana, donde los Dicasterios, actuando «según su propia competencia», se ocu-
pan, algunos, de causas administrativas, otros, de causas judiciales; cf. art 13 PB; y VIANA, Organiza-
ción, pp. 168s. Sobre la distinción en el ejercicio de funciones en nivel diocesano cf. c. 391 § 2. 
16. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 290; KRUKOWSKI, Pojecie aktu, pp. 120s; ÍDEM, Podziatak-
tów, p. 31. 
17. MONETA y LOBINA hablan de una autoridad administrativa; RANAUDO, de órgano adminis-
trativo; KRUKOWSKI, de órgano de la potestad administrativa; D'OSTILIO, de administración ecle-
siástica; y, finalmente, LABANDEIRA, de autoridad ejecutiva. 
18. RANAUDO, Gli atti, p. 702; LOBINA, La competenza, pp. 91 s; MONETA, Ilprovvedimento, 
p. 126; KRUKOWSKI, Pojecie aktu, pp. 120s; LABANDEIRA, Tratado, p. 292. 
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ese elemento por una fórmula que describa su contenido: actuación directa y pri-
mar ia para la consecución del bien común, intervención unilateral e imperat iva 
que incide en situaciones jurídicas de terceros 1 9 . Otros, subrayan que la principal 
diferencia entre el acto legislativo, judicial y administrat ivo está c ier tamente 
aquí, en el aspecto objetivo 2 0 . 
Algunos añaden a esa distinción otras dos características que , a su juic io , 
han de darse en un acto administrat ivo: la imperatividad del acto y la legalidad, 
entendida c o m o sometimiento a los preceptos de rango superior 2 1 . 
Vale la pena recoger aqu í algunas definiciones hechas por diversos repre-
sentantes de la doctrina canónica, teniendo en cuenta ya la normat iva del Códi -
go vigente. 
D'Ost i l io repite prácticamente su pensamiento anterior, al decir que en sen-
t ido estricto el acto administrat ivo «es cualquier declaración de voluntad o ma-
nifestación de conocimiento o de juic io , hecha por un órgano de la administra-
ción pública eclesiástica, en el ejercicio de la potestad administrat iva y dirigida 
a u n a persona, o bien a una comunidad , en un caso concreto y par t icular» 2 2 . L a 
definición de Pinero C a m ó n es muy sencilla: «la decisión del Superior que se re-
fiere a unas personas determinadas» 2 3 . 
Zurowski mantuvo también su opinión anterior. Otro representante de la 
doctrina polaca, Krukowski , ofrece la siguiente definición material: «acto admi-
nistrativo es un acto, con carácter singular, establecido por el órgano competen-
te d e la autoridad eclesiástica ejecutiva, dir igido al bien públ ico de la Iglesia, y 
que tiene su fundamento en un acto legislativo» 2 4 . 
F ina lmente queremos citar una definición descriptiva, e laborada por La-
bandeira, que recoge todos los elementos del acto administrativo. El Autor la ex-
presa así: «es toda declaración unilateral de voluntad de una autoridad ejecutiva, 
tipificada por el ordenamiento y dest inada a producir efectos jur íd icos respecto 
a terceros en un caso concreto y fuera de ju ic io», o más brevemente , «todo acto 
jur ídico unilateral, singular y extrajudicial de una autoridad ejecutiva» 2 5 . A nues-
tro parecer, tal definición no sólo recoge todos los e lementos del acto adminis-
trativo, sino que permite también delimitar con claridad las diferencias entre ac-
tos normativos, judiciales y administrativos. Por tanto será ésta la definición que 
recibiremos en nuestro trabajo. 
19. Cf. D 'Osnuo, Tipología ed esecuzione; p. 278; LÓPEZ ALARCÓN, Sobre algunos aspectos, 
p.20. 
20. Cf. KRUKOWSKI, Podziataktów, p. 31. 
21. Cf. D'OSTILIO, Tipología ed esecuzione; p. 278s; HERRANZ, De principio legalitatis, p. 234s. 
22. Cf. // Diritto Amministrativo, p. 295. 
23. Cf. La ley, p. 156. 
24. ZUROWSKI, Prawo, pp. 118s; KRUKOWSKI, Administracja, p. 118. El autor presentó defini-
ciones muy parecidas también anteriormente, cf. Pojecie aktu, p. 124. 
25. Tratado, 293s. 
FORMACIÓN Y EMISIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 2 2 1 
1. Acto administrativo o «ius singulare» ? 
Después de definir el acto administrativo, parece útil considerar brevemen-
te su naturaleza jurídica. Con anterioridad al vigente Código , exis t ía en la doc-
trina la tesis de la naturaleza normativa de actos tales como la dispensa, el privi-
legio y el precepto singular. Se clasificaban estos actos c o m o t ipos de norma 
singular, es decir ius singulare, basando esta consideración en el carácter inno-
vador del ordenamiento de dichos actos 2 6 . Al mismo t iempo exist ía la tesis 
opuesta, que parece ser la base de la normativa vigente. Sin embargo, la cuestión 
es compleja y posee múltiples matices. 
a) Argumentos a favor del «ius singulare» 
L a explicación de este planteamiento ha de empezar por u n a advertencia 
que concrete a qué se refiere o se aplica la expresión ius singulare. Se trataba de 
los actos singulares que creaban situaciones jurídicas, sobre todo favorables, que 
permit ían a los destinatarios concretos de esos actos actuar praeter o contra le-
gem. L a doctr ina a cuyos conceptos nos vamos a referir se formó, en su mayor 
parte, bajo el Código antecedente, en el que no existía la tripartición de funcio-
nes de la potestad de jurisdicción, ni la figura del acto administrat ivo en cuanto 
tal. También la naturaleza del rescripto, en cuanto acto median te el que se con-
cedían privilegios o dispensas, u otras gracias, era objeto de opiniones diversas. 
Mientras algunos defendían el carácter administrativo de esos actos , otros man-
tenían el juicio de que los rescriptos, según la mayor parte de la doctrina, son le-
yes individuales (lex privata) o particulares secundum, praeter, o contra legem11. 
Con tal concepto del rescripto armoniza la teoría del ius singulare, que se utili-
zaba con referencia a los privilegios, dispensas y preceptos singulares. Hay que 
tener presente que al hablar de privi legio o dispensa, se ha de discernir tres co-
sas distintas, aunque relacionadas entre si, es decir lo concedido (la gracia) , el 
acto por el que se concede (el vehículo formal) y su contenido (la conces ión) 2 8 . 
Ahora bien, parece que algunos autores 2 9 , al hablar de privilegio, n o concretaban 
a cuál de estas tres realidades se refieren, o identificaban una con otra. L o men-
c ionamos, porque nos parece que algunas opiniones actuales, es decir sobre la 
26. Cf. BERNÁRDEZ CANTÓN, Parte general, p. 136s. 
27. Cf. GIACCHI, Orrezione, p. 387; quien defiende el carácter administrativo. Su opinión la 
contradice RANAUDO, Gli atti, p. 704. Según el juicio que presenta, era muy común en la doctrina 
entender de tal modo los rescriptos. 
28. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 324, 326 y 346. 
29. Entre otros, WERNZ; parece identificar el privilegio con el acto por el que se concede este, 
cf. Ius Decretalium, pp. 120y 174-175; un análisis más detenido se puede encontrar en LABANDEI-
RA, Tratado, pp. 324s. 
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normativa vigente de los actos administrativos, se nutren de aquellas posturas teó-
ricas, y por tanto implantan conceptos que dificultan entender bien las noveda-
des del Código actual. 
Además , encontramos otra dificultad, para sintetizar el p lanteamiento de 
quienes sostenían esta opinión, porque existen varios conceptos del ius singula-
res. C o m o básico, tomaremos el concepto de Lombardía, para quien lo esencial 
de un mandato legislativo está, no en su universalidad o generalidad, sino en el 
carácter innovador o consti tutivo de aquel manda to 3 1 . Al mismo t iempo nos re-
feriremos a los conceptos de otros autores en la medida de que sean concordes 
con el de Lombardía 3 2 . 
C o m o uno de los principales argumentos se menciona, pues, el carácter in-
novador del ordenamiento jurídico de los actos de que habla el c. 3 5 3 3 . Por tanto, 
los partidarios de ese concepto, explican los privilegios, las dispensas y los pre-
ceptos singulares como fuentes de una norma singular, y los rescriptos como ve-
hículos de tal norma 3 4 . Para Arias, tanto el privilegio como la dispensa son fuen-
tes de derecho objetivo, aunque no n iega que su autor puede ser una autoridad 
administrativa. En cambio, después de establecer la distinción entre precepto ge-
neral y singular, sostiene que estos úl t imos normalmente regulan si tuaciones 
praeter legem, y por tanto es difícil encajarlos c o m o actos administrat ivos, que 
de suyo deben ser subordinados a las normas jurídicas superiores 3 5 . 
Junto con el argumento ya mencionado, se ofrecen otros, más concretos. El 
pr imero, respecto al privilegio. Según Lombardía , un análisis de los cánones que 
lo regulan en concreto hace dudar de que el c. 76 § 1 mantenga la m i s m a figura 
del privilegio que presenta el c. 35 . En otras palabras, aunque la colocación sis-
temática del privilegio supondría que se trata de un acto administrativo, sin em-
bargo el contenido de la norma del c. 76 § 1 afirma lo contrario, o sea, que es una 
30. Uno de ellos es el concepto asumido por LOMBARDÍA, cf. Ley, pp. 128-130; en cambio, el 
concepto del ius singulare asumido por FERNÁNDEZ ARRUTY, cf. La norma singular, pp. 85-98, 
esp. p. 88, es totalmente opuesto. Mientras Lombardía menciona como una de las características 
de tal norma la innovación del ordenamiento, Fernández Arruty lo niega. 
31. Cf. LOMBARDÍA, Ley, pp. 128-130. Parece que en su opinión el Autor sigue a DEL GIUDI-
CE, cf. p. ej. Nociones, pp. 76s y 82s. Tanto Del Giudice, como Lombardía confirman que el carác-
ter innovador del ordenamiento, y no la generalidad o universalidad, es lo esencial para que un 
mandato sea considerado como legislativo 
32. A nuestro juicio, el concepto de Lombardía lo comparte ARIAS quien también considera, 
como rasgo más importante, el carácter innovador del acto, cf. Las fuentes, pp. 935s. 
33. Cf. LOMBARDÍA, Comentario al c. 38, pp. 90s; ARIAS, Las fuentes, pp. 936s. 
34. Cf. LOMBARDÍA, Ley, pp. 129s; ÍDEM, Comentarios, a los ce. 38, 48-49, 76-77, pp. 90s, 94, 
104s; ARIAS, Las fuentes, pp. 936-938; DE LA HERA, La norma, p. 210; IBAN, Reflexiones, pp. 239-253. 
35. Cf. ARIAS, Las fuentes, pp. 936-939. Al mismo tiempo, el autor sostiene que las dispensas 
son acto contra ius, lo que lleva consigo una contradicción a la hora de reconocerlas como actos 
administrativos. 
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norma singular. Se establece, pues, que los privilegios los puede conceder la au-
toridad legislativa, y la ejecutiva solamente cuando el legislador le haya conce-
dido tal facultad. Además , el Legis lador utiliza en el c. 76 § 1 la expres ión: «la 
gracia otorgada por acto peculiar». Eso significa, dice Lombardía , que el privi-
legio, en cuanto al acto de su concesión, tampoco se ha de considerar acto admi-
nistrativo singular. En consecuencia, los privilegios son actos legislativos y para 
su emisión requieren potestad legislativa propia o delegada 3 6 . 
También el c. 38, continua Lombardía , pone en duda el carácter puramente 
administrat ivo de los actos de que habla el Capí tulo I del Tí tulo IV, pues , para 
emitir cualquier acto que sea contra legem, se requiere dotarlo de una cláusula 
derogatoria. D e suyo, tal disposición debe contenerla cada privi legio contra le-
gem y cada dispensa. La competencia para poner una cláusula que de rogue las 
leyes y costumbres, la tiene sólo un titular de la potestad legislativa, al menos en 
los términos del c. 30, es decir por vía de delegación 3 7 . 
Otro argumento deriva del c. 49 , referido a los preceptos singulares. Según 
los partidarios del concepto de norma singular, los preceptos innovan, evidente-
mente , las si tuaciones jur ídicas de los sujetos, porque, al emitir un precepto , se 
imponen nuevos deberes , no establecidos todavía por ley o cos tumbre alguna. 
Por tanto, su autor debe ser una autoridad legislativa 3 8 . 
El úl t imo argumento favorable a la teoría del ius singulare, trata de la cau-
sa dispensandi. Tal cuestión aparece a propósito del c. 90 § 1, o sea, con referen-
cia a que dispensas deben ser concedidas con causa jus ta y razonable y la pos i -
bilidad de que sean concedidas sin esa causa. Aunque , en principio, Lombard ía 
ha calificado las dispensas como actos administrativos que el Obispo diocesano 
u otro Ordinario concede en ejercicio de la potestad ejecutiva 3 9 , sin embargo en 
el caso del c. 90 § 1, se requiere, para la validez del acto, la acción del propio le-
gislador, lo que le lleva a calificar ese acto c o m o norma singular. Así , Lombar -
día dist ingue dos tipos de dispensas, unas, concedidas según las causas determi-
nadas por leyes o costumbres, con carácter administrativo, y otras, consideradas 
por el c. 90 § 1 que son normas singulares 4 0 . 
36. Cf. LOMBARDIA, Comentario a los ce. 35 y 76, pp. 89 y 104; IDEM, Ley, pp. 118 y 128; 
IDEM, Lecciones, p. 167; SCHWENDENWEIN, Das neue Kirchenrecht, p. 87; de algún modo a este 
concepto se acerca la escuela de Würzburg, manteniendo que existen dos tipos de privilegio, uno 
de los cuales ha de ser emitido por el titular de la potestad legislativa, sea propia o delegada, cf. 
AYMANS-MORSDORF, Kanonisches Recht, p. 261; a nuestro juicio, parece inclinarse a este concep-
to también ROCA, cf. Comentario, pp. 654s. 
37. Cf. LOMBARDIA, Ley, p. 119; ARIAS, Las fuentes, pp. 941 y 950. 
38. Cf. LOMBARDIA, Ley, p. 130; ARIAS, Las fuentes, p. 948. 
39. Cf. LOMBARDIA, Comentario al c. 87, p. 108. Sin embargo, se puede encontrar su juicio 
totalmente contrario, cf. Ley, p. 133. 
40. Cf. LOMBARDIA, Comentario al c. 90, p. 109; IDEM, Ley, p. 131s. 
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b) Argumentos a favor del acto administrativo 
Antes de presentar ese planteamiento, tenemos que advertir la total ruptura 
de los conceptos tradicionales, en asunto a las figuras del privilegio, la dispensa 
y el precepto singular que se produce en el nuevo Código . Hemos menc ionado 
ya que la nueva legislación incorporó a su normativa la nueva categoría del acto 
administrat ivo. Eso tiene muchas consecuencias , también con referencia al pa-
pel y naturaleza de instituciones ya conocidas antes, que desde entonces, por vo-
luntad del Supremo Legislador, quedan definidas de otro modo. 
Para entender bien la opción escogida en el Código vigente, importa tener 
en cuenta las directrices establecidas en los Principios para la Reforma, especial-
mente los nn. 6 y 7. En virtud de éstos, se mandaba establecer una distinción de 
funciones, atribuir medios para la eficaz tutela de los derechos de los fieles y re-
alizar una revisión de los actos administrativos, también desde el punto de vista 
de su formación 4 1 . L a base para preparar el Schema del Libro I, fue el Libro I del 
CIC 17. Sin embargo , en este caso, no se trató s implemente de copiar y añadir 
algunas no rmas de la normat iva antecedente, ni t ampoco de una simple reorde-
nación sistemática. A nuestro entender, el Legislador, cumpliendo los postulados 
de los Principios, quería dar otro sentido a las tradicionales instituciones jurídi-
cas agrupándolas bajo el nuevo concepto de acto administrativo singular 4 2 . 
El argumento más claro está basado en la sistemática del Código. C o m o es 
sabido, el Título IV (De actibus administrativis singularibus) consta de cinco ca-
pítulos que se dedican a varios «tipos» de actos, es decir a los decretos y precep-
tos singulares, los rescriptos, los privi legios y las dispensas. El pr imer capí tulo 
contiene normas dedicadas a todos los actos administrativos en general . Dichas 
normas presentan las disposiciones comunes que afectan a la figura del acto ad-
ministrat ivo en cuanto tal, o sea, aplicables a todos los actos «específicos». En 
pr imer lugar, se hace mención de los decretos singulares y rescriptos, porque 
desde el punto de vista formal, los privilegios y las dispensas son rescriptos que 
contienen esas gracias. 
Un estudio más pormenorizado del c. 35 , permite entender la cuestión con 
todo su contexto. Por ser una norma común, ha de aplicarse a todos los actos ad-
ministrat ivos, bien se trate de un decreto, bien de un rescripto, independiente-
mente del contenido. Digamos que este canon consti tuye el marco jur ídico y, al 
mismo t iempo, determina las pautas para la interpretación coherente de las nor-
mas específicas que se aplican a cada espec ie 4 3 . El Código utiliza la expresión 
actus administrativus singularis para designar de un m o d o más abstracto y co-
mún a todos los decretos y rescriptos. Dicha singularidad de los actos adminis -
41. Cf. BLANCO, Consideraciones, p. 666. 
42. Cf. MIRAS, Introducción, p. 498. 
43. Cf. MIRAS, Comentario (c. 35), pp. 502s. 
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trativos, o sea, según el c. 36 § 2, su inaplicabilidad fuera de los casos para los 
que se han dado, parece ser opuesta al sentido en el que entiende el Legislador el 
concepto de norma jurídica. A nuestro juicio, en la codificación vigente se sigue 
con mucha consecuencia el principio de que el acto administrativo es singular, y 
la norma es siempre general y abstracta 4 4 . Por consiguiente, es difícil hablar de ac­
tos administrativos singulares que tengan carácter innovador del ordenamiento. 
¿Qué significa, entonces, la mención del c. 76 § 1 ? Esta norma se ha de en­
tender a la luz de las normas comunes , explicadas en el Capítulo I del Título IV. 
De acuerdo con el c. 35 , el autor de un rescripto basta que tenga potestad ejecuti­
va, pero siempre debe actuar «intra fines suae competent iae». Tal fórmula signi­
fica que la potestad ejecutiva del sujeto que emite un acto es requisito necesario, 
pero no suficiente 4 5 . El parágrafo primero del c. 76 determina dos «clases» de au­
tores del privilegio: «el legislador» o «la autoridad ejecutiva a quien el legislador 
hubiera otorgado esa potestad». La interpretación que califica los privilegios 
como actos legislativos no parece ser adecuada. Hay que recordar que los sujetos 
de la potestad legislativa tienen también la potestad ejecutiva, por tanto el legis­
lador de que habla el c. 76 no necesariamente debe actuar como legislador 4 6 . Ade­
más, no se puede olvidar que, según el c. 135 § 2, sólo la potestad legislativa que 
tiene la autoridad suprema podría ser delegada, lo cual limitaría mucho la posibi­
lidad de conceder privilegios por las autoridades ejecutivas. M á s lógico y a r m ó ­
nico con la norma de los ce. 35 y 59 § 1, es el juicio según el cual el c. 76 § 1 ha­
bla de una reserva de competencia en favor de la autoridad ejecutiva suprema en 
cada ámbito, o sea, de la Iglesia universal y de la Iglesia particular 4 7 . 
En el c. 1510 § 1 del C C E O , equivalente al c. 35, no se menciona la excep­
ción, o bien la reserva del c. 76 § 1. Además , el c. 1510 § 2, 3, 1.° del C C E O in­
cluye los rescriptos que contienen un privilegio entre los actos administrat ivos, 
y éstos, c o m o dice el parágrafo pr imero de dicho canon, los puede poner quien 
tiene la potestad ejecutiva. Es indudablemente muy significativo que en la nor­
mativa posterior al CIC se haya hecho caso a las críticas de la mayor parte de la 
doctrina, y se determine más claramente la naturaleza de todos los actos admi­
nistrativos, inclusive los privilegios. Parece lógico pensar que dentro del ámbito 
jurídico de la Iglesia católica existe uno y no dos conceptos de acto administra­
tivo y de privilegio, tanto para la Iglesia latina, como para las orientales. 
44. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 300; tal concepto de acto presenta también MIRAS, Comen­
tario (c. 35), p. 504, y MAZZONI, Le norme generali, р. 40. Sobre el carácter general y abstracto de 
las normas cf. ONCLIN, La noción, pp. 25 y 34s. 
45. Cf. MIRAS, Comentario (c. 35), p. 504. 
46. En este sentido, aunque sobre todos los actos administrativos, cf. MAZZONI, Le norme ge­
nerali, р. 41. 
47. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 332; ÍDEM, Cuestiones, p. 457; MIRAS, Comentario (c. 35), 
p. 506; PINERO, La ley, p. 164; JIMÉNEZ URRESTI, Comentario al c. 76, pp. 64s. 
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Al argumento que exige normas de naturaleza legislativa para establecer 
disposiciones que contradigan a la ley o costumbre aprobada, y que está funda-
do en el c. 38, Labandeira responde de la manera siguiente: «no se trata de con-
tradecir a la ley en su conjunto, al ordenamiento en general, al derecho, sino sim-
plemente a a lguna norma jur ídica particular. Por consiguiente son actos que 
tienen c o m o característ ica ir contra aliquam legem, contra una norma determi-
nada escrita o consuetudinaria . Eso es lo que expresa la doctr ina tradicional 
cuando dice que el privilegio es un acto contra legem communem, o que conce-
de aliquid specialis: significa que el dest inatario del rescripto recibe un efecto 
beneficioso que no obtendría si se aplicaran las normas comunes» 4 8 . Ni el privi-
legio y la dispensa, en cuanto instituciones jur ídicas , ni el rescripto, el acto por 
el que se conceden, postulan la naturaleza legislativa, sino un fundamento legal, 
es decir legislativo. Cada acto administrat ivo, por estar vinculado a la ley, re-
quiere habili tación legal para su autor. En realidad el efecto suspensivo de que 
habla el c. 38 , lo produce no el acto administrat ivo, sino esta ley que habilita a 
su autor 4 9 . 
De una parecida habili tación para el autor se puede hablar en el caso del 
precepto singular, previsto por el c. 49. Ya las primeras palabras de esa norma di-
cen claramente que el precepto singular es un decreto, y por tanto, según el c. 48 , 
un acto administrat ivo singular emit ido por la autoridad ejecutiva competente . 
Para entender bien la actividad subordinada a la ley, hay que tener en cuenta dos 
posibles figuras. La primera, reglada, significa que el contenido del acto, en este 
caso del decreto, urge la observancia de una ley, y por tanto la ley predetermina 
el contenido del decreto. L a segunda, discrecional , habilita, en una ley, a la ad-
ministración para que determine el contenido del decreto. En tal caso, aunque el 
contenido del decreto sea praeter legem, la autoridad actúa según la ley que pre-
vé esta posibil idad 5 0 . Y aún más , a tenor del c. 1319, referido a los preceptos pe-
nales, se permite a la potestad ejecutiva establecer penas en casos s ingulares 5 1 . 
Sin embargo la esfera discrecional de la administración está subordinada a la ley 
que permite a un sujeto actuar de esa manera , por tanto su actuación es secun-
dum legem. El precepto singular no crea un derecho objetivo ni innova el orde-
namiento, lo único que hace es crear una situación jurídica subjetiva. 
Con respecto a las dispensas, hay que atender a lo que dicen las normas del 
Código. Los ce. 59 § 1, 75 y 85 permiten afirmar que la dispensa desde el punto 
de vista formal es un rescripto, y que la autoridad que la concede basta que ten-
ga la potestad ejecutiva, sea ordinaria o sea delegada. El c. 90 § 1 de ninguna 
48. LABANDEIRA, Tratado, p. 333. 
49. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 334s; BLANCO, Consideraciones, p. 671; sobre fundamento 
legal cf. también HERRANZ, Studi, p. 134. 
50. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 31 Os; BLANCO, Consideraciones, pp. 668s. 
51. Cf. LABANDEIRA-MIRAS, El precepto, pp. 532-534. 
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manera pretende romper esta regla, porque trata de la cuest ión de la causa dis-
pensandi. Parece obvio que la dispensa, que no es otra cosa que una relajación 
de la ley, debe ser concedida con «causa jus ta y razonable». Y es lo que estable-
ce dicho canon. Además , el parágrafo primero formula claramente que la dispen-
sa sin causa jus ta y razonable es inválida y también ilícita. A la luz del c. 10, tal 
afirmación parece necesaria para producir ese efecto invalidante. Solamente en 
el supuesto en que la d ispensa sin causa mot iva la conceda , conociendo las cir-
cunstancias, el legislador o su superior, esta d ispensa conserva el vigor, aunque 
en todo caso es ilícita, es un acto administrat ivo irregular. Sin embargo, el res-
cripto en que se concede la dispensa no pasa a ser una no rma singular por ser 
otorgado por el legislador. Todo el problema que se plantea aquí principalmente 
trata de la causa motiva de la concesión; y con respecto al acto jur ídico emit ido 
por «el legislador», s implemente se establece u n a disposición posit iva sobre su 
validez y su licitud 5 2 . N o hay motivos suficientes, por tanto, para fundamentar la 
opinión del cambio de naturaleza del acto emitido en tal supuesto 5 3 . 
Finalmente, hay que advertir que el concepto de acto administrativo tiene 
también ventajas desde punto de vista de la defensa de los derechos de los fieles. 
Los actos administrativos son fuentes de derechos subjetivos o constituyen unos 
intereses o situaciones jurídicas protegibles 5 4 , basta mencionar la institución de los 
recursos jerárquicos (ce. 1732-1739) y el contencioso-administrativo (ce. 1400 § 2 
y 1445 § 2 ; art. 123 d e l a P B ) . 
Después de revisar los argumentos a favor y en contra del concepto de acto 
administrativo y de su naturaleza, parece justif icado considerar que la construc-
ción del ius singulare no corresponde a la normativa vigente sobre los rescriptos, 
los preceptos singulares, los privilegios y las d ispensas , y por tanto, resulta de 
escasa utilidad práctica en el sistema administrativo canónico. 
2. Elementos esenciales del acto administrativo 
N o es fácil abordar sintéticamente la cuestión indicada en el título, porque la 
abundante literatura sobre este tema permite constatar a primera vista que los repre-
sentantes de la doctrina no coinciden en sus opiniones acerca de los elementos del 
acto administrativo. Sin embargo, una lectura atenta y que prescinda de los proble-
mas puramente terminológicos, permite intentar una síntesis de los diversos juicios. 
Cuando hablamos de los e lementos esenciales, nos referimos a aquellos 
factores externos e internos imprescindibles para la existencia de un acto. Dicho 
52. Cf. BERLINGÒ, La causa pastorale, pp. 407-410. 
53. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 344s; BAURA, Comentario, pp. 397s; BLANCO, Considera-
ciones, pp. 672s. 
54. Cf. DE DIEGO-LORA, Estudios de Derecho, pp. 346s; ÍDEM, Poder, pp. 170s. 
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en otras palabras, un acto sólo puede existir cuanto existen todos estos e lemen-
tos y cuando tienen un cierto carácter 5 5 . Al decir esto, somos conscientes de que, 
para algunos autores, ciertos elementos son simples requisitos 5 6 . 
En los siguientes apartados, que presentan, uno por uno , los elementos 
constitutivos podrá reflejarse la variedad de opiniones 5 7 sobre los elementos y re-
quisitos, l lamados de distintas maneras. C o m o base de nuestra exposición toma-
remos los conceptos de D 'Os t i l i o 5 8 y Labandei ra por presentar la doctrina más 
reciente, aunque no por ello excluimos a los demás , pues tiene razón Labandei-
ra, al decir que la diferencia entre algunos autores es más terminológica que 
real 5 9 . L a materia a que nos vamos a referir ahora normalmente forma parte de 
los manuales de derecho administrativo, por tanto nos parece suficiente presen-
tarla de un modo resumido. 
a) El sujeto 
Este e lemento lo mencionan D 'Ost i l io , Labandeira , Lobina , López Alar-
cón, Ranaudo, Spinelli y Zurowski . Una referencia hace también Miras 6 0 . Todos 
están de acuerdo en que con este término se designa a quien emite el acto, es de-
cir a la Administración 6 1 . Esto significa que ha de ser una persona física o jurídi-
ca que haya recibido la potestad pública de gobierno, de que se habla en los ce. 
129 y ss. Se trata por tanto, de la Administración activa, algún órgano, cualquie-
ra que sea, de la Iglesia universal o particular, órgano central o periférico, de un 
instituto de vida consagrada o de una sociedad de vida apostólica. Compart imos 
con Labandei ra 6 2 la idea de que caben en este supuesto los casos de error común 
55. Cf. D'OSTILIO, // Diritto Amministrativo, p. 301. 
56. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 351. 
57. Entre la mucha bibliografía quizá las obras más importantes sean: D'OSTILIO, // Diritto 
Amministrativo, pp. 301-316; IDEM, Natura, pp. 59ss; IDEM, Tipologia ed esecuzione, 262s; LA-
BANDEIRA, Tratado, pp. 351-368; LOBINA, La competenza, pp. 88-90; LÓPEZ ALARCÓN, Sobre al-
gunos aspectos, pp. 23-28; MONETA, Il controllo giurisdizionale, pp. HOss; RANAUDO, Gli atti, pp. 
718s; SPINELLI, L'atto, pp. 116-118; ZUROWSKI, Akty administracyjne, pp. 60-68. 
58. Aunque este autor no se limita a exponer los elementos esenciales. Según su teoría, exis-
ten elementos accidentales (los que no son necesarios, aunque pueden formar parte del acto): tér-
mino, condición, modo, y elementos formales (no se refieren a la sustancia del acto, sino más bien 
al modo externo de presentarlo): título, motivación, preámbulo, disposición, fecha, firma y sello. 
Cf. // Diritto Amministrativo, pp. 307-310. 
59. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 351. 
60. Cf. MIRAS, Comentario (c. 35), pp. 503-505. 
61. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 352; MIRAS, Comentario (c. 35), pp. 503s; consideraciones 
en la misma línea se puede encontrar en D'OSTILIO, // Diritto Amministrativo, pp. 302s, aunque 
distingue el sujeto, de su voluntad, que según este Autor, forma otro elemento esencial. Muy pare-
cida opinión presentan Lobina, López Alarcón, Moneta y Ranaudo. 
62. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 352 y los Autores citados por él. 
FORMACIÓN Y EMISIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 229 
o de duda posit iva y probable, en los que se puede suplir la potestad a tenor del 
c. 144. El sujeto debe ejercer la potestad realmente en el m o m e n t o de emitir el 
acto, es decir, que no debe haberse producido la pérdida o suspensión de ésta. 
Los demás requisitos de ejercicio de la potestad de terminan que la autori-
dad t iene que ser ejecutiva y competente: así se dice en el c. 3 5 6 3 . Ya hemos co-
mentado que los actos administrativos proceden de la autoridad administrativa, 
que actúa siempre con potestad ejecutiva 6 4 . Esto tiene su relevancia en el caso en 
que un órgano goza de la plenitud de la potestad de rég imen, c o m o ocurre con 
los oficios capitales. Estos órganos, a la hora de emitir los actos administrativos, 
emplean la potestad ejecutiva. 
L a Administración debe actuar dentro de los l ímites de su competencia . 
Existen tres clases de competencia: territorial, material y funcional. L a pr imera 
significa unos límites geográficos, la segunda unos asuntos o unas mater ias so-
metidas a una autoridad administrativa. La últ ima se refiere a la diversidad jerár-
quica de los órganos, y distr ibuye entre ellos los asuntos . El e jemplo más claro 
de ella es el recurso jerárquico, que se presenta s iempre al superior del órgano 
que ha tomado la decisión 6 5 . 
b) Contenido u objeto del acto 
Consideramos necesaria una advertencia previa acerca del término «conte-
nido». L o uti l izamos para expresar lo que el sujeto dispone, permite u ordena 6 6 , 
es decir nos referimos a lo «sustancial» del acto. En cambio , algunos distinguen 
entre el objeto del acto, su contenido y la voluntad con que actúa el órgano 6 7 . 
Cuando hablamos de contenido de un acto, hay que mencionar sus cualida-
des. L a primera de éstas se refiere al nivel de concreción del contenido, pues, al 
contrario de la disposición de la norma que debe ser general y abstracta, el conte-
nido de un acto administrativo ha de ser determinado, o al menos determinable 6 8 . 
En caso de duda sobre su alcance, es necesaria la interpretación. El Código con-
tiene las reglas que se han de observar en ese caso. L a regla más general la pre-
senta el c. 36 §§ 1 (interpretación literal) y 2 (la singularidad de los efectos del 
acto). Otras se refieren a casos concretos, como el c. 77 (los privilegios) y el c. 92 
(las dispensas). 
63. Cf. MIRAS, Comentario (c. 35), pp. 503s. 
64. Lo dicen expresamente los ce. 35,48,59,75, 85. 
65. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 353s. 
66. Así lo entiende LABANDEIRA, cf. Tratado, p. 354. De la misma manera lo emplea DE DIE-
GO-LORA, cf. Estudios de Derecho, p. 392; también LOBINA, cf. La competenza, pp. 88s; RANAU-
DO, cf. Gli atti, p. 720, y ZUROWSKI, cf. Akty administracyjne, pp. 65-68. 
67. D'OSTILIO, Il Diritto Amministrativo, pp. 302-304. 
68. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 354; D'OSTILIO, // Diritto Amministrativo, p. 312. 
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El contenido del acto tiene que ser, además, posible física y jur ídicamente. 
C o m o una especie de lo posible, cabe hablar de contenido lícito desde punto de 
vista de la moral y el derecho. El acto que carece de estas cual idades puede ser, 
según el tipo de infracción, ilícito o inválido 6 9 . 
L a naturaleza del contenido de un acto administrativo permite hacer la cla-
sificación entre lo esencial, lo implícito y lo eventual. L a carencia del contenido 
esencial produce la inexistencia del acto. El contenido implícito, en cambio, aun 
cuando n o se exprese, ha de ser cons iderado incluido en el acto. El contenido 
eventual, o como quieren algunos, los elementos accidentales del acto, se puede, 
o no, incluir en el acto. A estos úl t imos elementos pertenecen: el modo , el térmi-
no y las condiciones 7 0 . 
c) Causa del acto 
Tradicionalmente, en la teoría del derecho privado se distingue la causa ju-
rídica que consiste en el fin objetivo, inmediato y jur ídico del acto, y la causa na-
tural o motivo, que es la finalidad pretendida por el agente. Por esa singularidad 
y subjetividad, más propia de un negocio jur ídico pr ivado, la doctr ina prevalen-
te exc luye la causa natural c o m o menos adecuada para un acto administrat ivo, 
porque éste t iene su finalidad en fines públ icos que, normalmente , determinan 
las leyes 7 1 . 
La causa es, por tanto, la finalidad que el órgano de la potestad administra-
tiva quiere alcanzar al emitir el acto. Mientras unos identifican la causa con el in-
terés públ ico objet ivo 7 2 , otros la consideran c o m o los presupuestos , de hecho o 
de derecho, del acto administrat ivo 7 3 . 
Estos últimos, opinan que la causa del acto se explica en la razón que justi-
fica la emisión de éste. Parece que este pensamiento t iene su apoyo en el voca-
bular io uti l izado en el Código, c o m o los adjetivos: jus ta , razonable, grave , pro-
porcionada, que califican la causa 7 4 . Algunos dudan si los presupuestos de hecho 
son la causa del acto, pero sostienen que son portadores de interés público, o sea, 
indican la ausencia o existencia de la necesidad que se quiere satisfacer 7 5 . 
69. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 354. 
70. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 354-356; D'OSTILIO, // Diritto Amministrativo, pp. 304 y 
307-309. 
71. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 357s; D'OSTILIO, Il Diritto Amministrativo, pp. 303s. 
72. Cf. D'OSTILIO, Il Diritto Amministrativo, pp. 303. Para consultar otros autores cf. MONE-
TA, // controllo giurisdizionale, p. 169; BERLINGÒ, La causa pastorale, pp. 193 y 242; pero también 
LÓPEZ ALARCÓN, Sobre algunos aspectos, pp. 25s. 
73. Con los presupuestos de hecho la identifican GARRIDO FALLA, cf. Tratado, pp. 527-539; y 
DE DIEGO-LORA, Estudios de Derecho, p. 393. 
74. Cf. p.ej. los ce. 90 § 1,187,190 § 2,193,194, 270,694. 
75. Cf. LÓPEZ ALARCÓN, Sobre algunos aspectos, p. 26. 
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d) Forma del acto 
La forma, como elemento, la tratan todos los autores ya mencionados , pero 
no todos en el mismo sentido. Cabe distinguir entre los requisi tos externos del 
acto, que son propiamente la forma, y las fases de su elaboración, que consti tu-
yen más bien el procedimiento. Por tanto, desde esta perspectiva, hay que hablar, 
a nuestro juicio, de dos elementos: de la forma extrínseca y de la motivación pre-
ceptiva, cuando tal elemento se exige 7 6 . 
L a forma extrínseca puede manifestarse por escri to, o ra lmente , mediante 
signos o por el s i lencio 7 7 . Los actos, si son formales, t ienen una forma determi-
nada; los demás son no formales. Normalmente , y esto es la regla general , se 
emiten los actos por escrito. El c. 37 exige tal forma para todos los actos del fue-
ro externo, y lo repite el c. 5 1 ; pero esa forma, aunque es preceptiva, no está exi-
gida ad validitatem (cf. el c. 10). Se puede hablar de forma escri ta sustancial en 
el caso de los rescriptos, que de suyo son actos emit idos por escri to (c. 59 § 1); 
sin embargo se admite también la concesión de gracias y l icencias de viva voz 
(c. 59 § 2). Algunos actos han de manifestarse necesariamente por escrito, p . ej . : 
los actos jurídicos de la curia diocesana (c. 474), la delegación general para asis-
tir a los mat r imonios (c. 1111 § 2) , las letras de excardinación e incardinación 
(c. 267) , los nombramientos del Obispo diocesano (c. 382) , del Ob i spo coadju-
tor (c. 404 § 1) y auxiliar (c. 405 § 1) o del vicario parroquial (c. 548) . En los ca-
sos que acabamos de mencionar, los actos no emitidos por escrito son inválidos; 
en otros casos, cuando tal forma no se exige expresamente, la falta de documen-
to escrito puede dificultar o hacer imposible la prueba de lo que contiene el acto, 
así como nacerlo ineficaz (c. 54 § 2). 
L a motivación del acto cont iene una exposición de sus fundamentos , que 
abarca: razones de derecho, presupuestos objetivos (de hecho) , fin objetivo y 
otros mot ivos que la Administración tuvo en cuenta a la hora de emit i r el acto. 
El c. 51 exige la motivación para los decretos que contienen una decisión. Sin 
embargo , este requisito no se requiere con carácter general para la validez del 
acto; en cambio la falta de motivación afectaría a la validez del decreto de expul-
sión de un religioso (c. 699 § 1). 
76. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 365s; D'OSTILIO, // Diritto Amministrativo, pp. 304-307, 
309s, 312 y 314, quien habla de la forma, pero al mismo tiempo enumera algunos de sus requisi-
tos entre los elementos formales. Como es sabido, otros autores que utilizan este concepto, lo em-
plean de un modo más global, distinguiendo entre dos fases: integración de la voluntad del órgano 
y declaración de ésta; cf. entre otros GARRIDO FALLA, Tratado, pp. 544-565; y DE DIEGO-LORA, Es-
tudios de Derecho, pp. 396s. 
77. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 366; D'OSTILIO, // Diritto Amministrativo, p. 305. 
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B . Procedimiento administrativo general 
Nos parece necesario tratar someramente de algunas cuestiones más gene-
rales que se refieren al funcionamiento de la Administración pública eclesiástica 
en relación con el proceso de formación de los actos administrativos. 
N o se pueden entender bien ni los postulados de lege ferenda sobre el pro-
cedimiento administrat ivo, ni las soluciones de la normat iva vigente, si no se 
consideran a la luz del modelo de la Iglesia en cuanto cuerpo místico de Cris to 7 8 . 
Tal visión es el fundamento para prescindir de la antigua división entre la Eccle-
sia dominans y la Ecclesia oboediens, porque los que participan del sacerdocio 
ministerial tienen que servir a toda la comunidad eclesial; sin embargo tampoco 
puede entenderse esa visión de manera que perjudique a la Jerarquía en el cum-
pl imiento de su función, obstacul izando indebidamente la acción de gobierno. 
En el ámbi to administrat ivo, especialmente durante la e tapa de revisión del có-
digo, esto se p lasmó en el postulado de que se garanticen los derechos de los ad-
minis t rados frente a la Adminis t rac ión 7 9 . Se postula, por tanto, el d iá logo entre 
los órganos del gobierno y los subditos, pero el diálogo en un sentido muy mati-
zado. Tomar decisiones en asuntos concretos resulta, indudablemente, muy difí-
cil. L a part icipación de los fieles, especia lmente los interesados, en la fase pre-
paratoria de los actos administrat ivos parece una novedad muy importante , 
aunque siempre debe dejar intacta la fase decisiva, que pertenece en exclusiva al 
órgano competente 8 0 . Volveremos sobre este problema en seguida. 
A cont inuación queremos esbozar las cuest iones que vamos a plantear en 
este capítulo. Siguiendo a Labandeira 8 1 , pensamos que hay que discernir entre el 
procedimiento del acto administrativo y su forma, pues el pr imero es el conjun-
to de actuaciones necesarias para la formación, notificación y ejecución del acto, 
y la segunda es uno de los e lementos del acto. Por tanto, por procedimiento de 
formación de un acto entendemos el iter de un expediente desde su inicio, hasta 
la decis ión 8 2 . 
De acuerdo con el objeto de nuestra tesis, nos ocuparemos pr incipalmente 
del iter de preparación y emisión del acto. Sin embargo , la complej idad de las 
cuestiones que vamos a presentar, exige que para explicarnos bien, t ratemos so-
78. Cf. p. ej. LG, nn. 8,10,14,18,21,24,28,31, 32. 
79. Cf. PRINCIPIA, nn. 6 y 7, pp. 82s. 
80. La bibliografía sobre el tema de participación de los fieles es muy abundante, también en 
la cuestión de los actos administrativos. A nosotros nos han servido especialmente: MONETA, / co-
llaboratori, pp. 81-95, e IDEM, Procedimento amministrativo, pp. 25-41; también LABANDEIRA, 
Tratado, pp. 266-268 y KRUKOWSKI, Administracja, pp. 34-36. 
81. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 366; parece que el mismo punto de vista mantiene DE LAU-
BADÉRE cuando habla de «regles de forme et de procedure», cf. Traite, p. 308. 
82. Cf. MIRAS, Comentario (c. 50), p. 557. 
FORMACIÓN Y EMISIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 233 
bre otros problemas conexos , c o m o p . e j . de a lgunos aspectos de los procedi-
mientos especiales . Por la misma razón nos referiremos a la normat iva del 
C C E O que regula el procedimiento administrat ivo general , pero lo ha remos sin 
pretensión de ofrecer un estudio detallado. 
1. Fase de formación 
En comparación con el Código pío-benedictino, la normativa del nuevo C ó -
digo sobre el procedimiento administrativo general no cambia mucho . Las nor-
mas que aparecen no alcanzan a dar una clara imagen de dicho procedimiento . 
Ese efecto se produjo porque se incorporaron a la úl t ima versión del schema del 
CIC, de manera muy selectiva e incompleta, solamente algunos cánones del Sche-
ma de procedura administrativa. Así ocurre p. ej . con los cánones 5 1 , 55 y 57. 
En cambio, el c. 50, o mejor dicho su prototipo, existía en el Schema cano-
num Libri I, como c. 4 8 8 3 . Una versión que acoge prácticamente la fórmula actual 
se presentó en el textus emendatus del CIC , c o m o c. 5 0 8 4 . L a expresión: «aucto-
ritas necessar ias notitias et probat iones exquirat», parece que se ha t omado del 
c. 5 de la sexta versión del SCHPA 8 5 . 
El mencionado c. 50 tiene mucha importancia para el tema que empezamos 
a explicar, pues es la única norma del CIC que en su plenitud se refiere a la for-
mación del acto administrat ivo. Hay también otras normas que se encuentran 
fuera del Código que presentaremos más adelante, en la parte siguiente de nues-
tro trabajo. 
El texto del c. 50 puede hacer pensar que hay solamente dos etapas de pro-
cedimiento en las cuales se agotan todos los trámites de formación de un acto ad-
83. C. 48 del schema del Libro I: «Antequam decretum preceptumve singulare ferat, auctori-
tas curare debet ut de adiunctis omnibus notitiam comparet et de necessitate et opportunitate de-
creti praeceptive probationem habeat, atque, quantum possibile sit, eos audiat quorum iura laedi 
possint», cf. PCCICR, De normìs generalibus 1977, p. 22. 
84. C. 50 del Schema CIC 80: «Antequam decretum singulare ferat, auctorìtas necessarias 
notitias et probationes exquirat, atque, quatenus possibile sit, eos audiat quorum iura laedi pos-
sint», cf. PCCICR, Schema Codìcis 1980, p. 11. 
85. C. 5 del SCHPA 6.°, § 1: «Antequam decretum extra Judicium ferat, superior necessarias 
notitias et probationes exquirat; nisi impossibile vel omnino superfluum sit, eos omnes saltem au-
diat, quorum iura laedi possunt; petitori vel recurrenti, et etiam legitime contradicenti, si velint, 
notitias et probationes patefaciat, quae sine publici vel privati damni periculo cognosci possint, 
et rationes forte contrarias ostendat, data eis facultate respondendi, et etiam, si id utile censeat, 
patronum vel peritum constituendi»; § 2: «Quod si agatur de decreto, quo recursus adversus aliud 
decretum deciditur, recurrens semper ius habet advocatum vel procuratorem adhibendi, vitatis 
inutilibus moris; immo vero patronus ex officio constituatur, si recurrens patrono careat et supe-
rior necessarium censeat; semper tarnen potest superior iubere et recurrens ipse comparet ut inte-
rrogetur». 
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ministrat ivo 8 6 ; sin embargo la doctrina presenta una opinión diversa. Se habla de 
tres fases: preparatoria, esencial e integrad va 8 7 , o de iniciación, sustanciación y 
conclus ión 8 8 . Por tanto, al explicar el procedimiento de formación, vamos a se-
guir esta división 8 9 . 
L a fase de iniciación comprende el «impulso» que pone en marcha todo el 
trámite de un acto. Dependiendo del t ipo de acto, la iniciación puede ser varia-
da. El procedimiento para los rescriptos empieza por la presentación de las pre-
ces, y para un recurso je rárquico por la presentación de un escrito de interposi-
ción. En los demás supuestos las autoridades pueden y deben actuar de oficio, 
aunque no se excluye que los interesados soliciten a la Administración que inter-
venga en un asunto determinado (cf. c. 212 § 2). A nuestro parecer, el mismo Có-
digo contempla , con carácter general , solamente tres t ipos de supuestos en que 
se exige expresamente una respuesta por parte de la Administración: cuando lo 
prescribe la ley (p. ej . ce. 116-117) y cuando se presenta legí t imamente una pe -
tición o un recurso (cf. ce. 57 § 1 y 48). Es lógico pensar que otros supuestos per-
tenecen a la esfera de discrecionalidad de la Administración. Según D'Ost i l io , en 
la pr imera fase, la preparatoria, se trata de un acto, o unos actos, de voluntad, 
pero no de autoridad, es decir no autoritativos. Toda la labor, muy compleja, con-
siste en preparar y, de a lguna manera, tomar una opción sobre el asunto. Se tra-
ta, dice este Autor, de un procedimiento in fieri90. 
La fase de sustanciación consta de varios trámites que dependen de la com-
plejidad del asunto, y que pueden tener valor preceptivo o no . De manera gene-
ral la descr ibe el c. 50. Se trata de recoger las pruebas e informaciones necesa-
rias, as í c o m o también de escuchar a todos aquellos cuyos derechos pueda 
lesionar el acto preparado. Estas disposiciones conectan con las reglas de proce-
dimiento, concretamente las que indican la necesidad de conocer la verdad obje-
tiva, de participación activa de las partes en el procedimiento administrativo, de 
publicidad del procedimiento y de diálogo con las partes. Hay que recordar que 
estamos dentro del procedimiento de preparación de un acto singular, es decir un 
acto que afecta a una situación concreta. L a autoridad que actúa debe tratar de 
conocer, por tanto, todos los aspectos del asunto, aunque sea muy complejo, por-
86. El primero: «recabar las informaciones y pruebas necesarias», y el segundo: «oír a aque-
llos cuyos derechos puedan resultar lesionados». 
87. D'OSTILIO, Natura, pp. 57s; ÍDEM, II Diritto Amministrativo, p. 317. 
88. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 370. 
89. Seguiremos la división hecha por Labandeira. Pues, a nuestro juicio, la división que pre-
senta D'Ostilio trata la cuestión con otro enfoque. 
90. D'OSTILIO dice que en esta fase la decisión administrativa tiene que «maduran, pero des-
de el punto de vista psicológico y no burocrático. Sin embargo, el Autor explica minuciosamente 
estos «actos de voluntad» y los divide en cuatro especies: de función propulsiva, de comprobación 
preliminar, de función consultiva y de función de tutela. Cf. Natura, pp. 57s; ÍDEM, // Diritto Am-
ministrativo, pp. 317s. 
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que no puede emitir un decreto sin conocer objet ivamente la verdad. A s í pues , 
los datos e informaciones recogidos, consti tuirán la sustancia de la mot ivac ión 
del decreto (cf. c. 51) , o permitirán juzgar si existe causa jus ta y razonable para 
dispensar (cf. c. 90 § 1). 
Salvo los casos en que expresamente se dispone, las informaciones o prue-
bas no son un requisito legal cuya omisión invalide el acto (cf. c. 50 en conexión 
con c. 10). Sin embargo, la omisión puede tener diversas consecuencias, l legando 
incluso hasta la nulidad del acto. Volveremos sobre este problema más adelante. 
N o cabe duda de que el Legis lador considera muy importante el e l emento 
que es tamos comentando . De hecho, en a lgunos procedimientos especiales , se 
determinan de modo detallado los extremos que han de investigarse e incluso las 
consecuencias de la omisión de ese deber. Veamos algunos ejemplos. 
Cuanto se trata de conferir personalidad jur ídica a las fundaciones o corpo-
raciones, la autoridad eclesiástica competente tiene que comprobar previamente 
que aquellas entidades persigan un fin verdaderamente útil y, además, dispongan 
de suficientes medios para realizar este fin (c. 114 § 3). 
Antes de la provisión de un oficio eclesiástico, la autoridad competen te 
debe aver iguar que d icho oficio está vacante. En caso contrario la provisión es , 
ipso iure, inválida (c. 153 § 1). 
Antes de conceder licencia para establecer un oratorio, el Ordinario, o su de-
legado, debe visitar ese lugar y comprobar que sea un lugar digno (c. 1224 § 1). 
Para imponer una pena por decreto, el Ordinario debe recabar pruebas para 
darlas a conocer al reo y para que conste con certeza que una circunstancia es 
verdadera (c. 1720). 
Se requiere recogida de pruebas para la expulsión del miembro de un institu-
to religioso, tanto automática (c. 694 § 2), como en otros casos (ce. 695 § 2 y 697). 
El procedimiento para la remoción de los párrocos exige que se recojan las 
pruebas necesar ias , que para la validez se deben mostrar al párroco removido 
(ce. 1742 § 1 y 1745). 
En la ú l t ima versión del proyecto De procedura administrativa, el respec-
tivo c. 5 § 1, aunque no establecía sanción de invalidez por dejar de recabar las 
pruebas, elevó la importancia de ese elemento al añadir la fórmula: «nisi impos-
sibile vel omnino superfluum s i t» 9 1 . Se subrayaba así, aunque l imitadamente, la 
obligatoriedad de esa exigencia, salvo en los casos imposibles o verdaderamen-
te inútiles. Esta secuencia se omitió en el texto del c. 50. 
Hay también otro trámite de la fase de sustanciación: oír «a aquellos cuyos 
derechos puedan resultar lesionados» (c. 50) . En principio, tal disposición res-
ponde a los principios del procedimiento, ante todo a la regla de participación 
activa de las partes y de diálogo con ellas. Sin embargo, cabe mencionar que en 
91. Vid. supra, la nota n. 86. 
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comparación con la norma respect iva 9 2 del SCHPA, en su últ ima versión, la fór-
mula del canon vigente parece demasiado lacónica. En el SCHPA se menciona-
ba a todos aquellos «quorum iura laedi possunt», sin añadir, c o m o hace el CIC, 
«quantum fieri potest». Y, aún más , se decía: «eos omnes saltem audiat, quorum 
iura laedi possunt» . Tal secuencia significaría el deber de oír s iempre a todos 
aquellos cuyos derechos o bienes pueda perjudicar el acto preparado. Este deber 
existía incluso aunque en un caso particular fuera superfluo recabar pruebas. El 
canon del SCHPA que comentamos contenía también, de acuerdo con la regla de 
publicidad del procedimiento, otras exigencias para el órgano que dirigía el pro-
cedimiento ante las partes, especialmente respecto a la parte oponente , pues se 
debían manifestar a los interesados todos los datos y pruebas recogidos en el 
proceso, a no ser que de ello resultara algún daño público o privado, y se permi-
tía a las partes contar con el asesoramiento de un abogado o un perito. 
Es obvio que, en comparación con las proposiciones del proyecto De proce-
diera administrativa, la norma del Código quedó demasiado abreviada; y tal res-
tricción nos parece difícil de justificar. Podemos entender la intención de evitar una 
innecesaria demora o un estancamiento en la acción de un órgano de la adminis-
tración pública; sin embargo el c. 1517 § 2 del C C E O prevé la audiencia del peti-
cionario y del contradictor, para presentarles pruebas y escuchar sus razones y ar-
gumentos. Y para salvaguardar la economía procesal, se establece que la misma 
autoridad determina el plazo necesario en que se produce la audiencia y en que se 
reciben las manifestaciones, tanto del peticionario, como del contradictor, quienes 
pueden actuar mediante patronos. Al mismo tiempo, en el c. 1517 § 1 del CCEO, 
a propósito del deber de oír a los interesados, se establece que se ha de oír, a «quie-
nes directamente afecta el decreto» y «a aquellos cuyos derechos pueden resultar 
lesionados». Esto nos permite exponer el criterio de que el c. 50, para su justa apli-
cación en la práctica, necesita una interpretación correcta, que tenga en cuenta la 
importancia del diálogo entre la Administración y los fieles, con mucha sensibili-
dad hacia sus peticiones, por una parte, y evitando el peligro de obstaculizar o pa-
ralizar el procedimiento, por otra. Desde ese punto de vista la fórmula quantum fie-
ri potest ha de interpretarse estrictamente; en cambio la expresión quorum iura 
laedi possint ha de interpretarse de modo amplio 9 3 . El órgano que decide actuar sin 
haber oído a los interesados, todos o algunos, puede hacerlo cuando no haya sido 
moral o físicamente posible actuar de otro modo. En caso contrario significaría eli-
minar, o al menos reducir, las garantías jurídicas de que gozan los fieles en la Igle-
sia. Una interpretación amplia de las personas que podrían intervenir en el proce-
dimiento de formación de un acto, permite conceder audiencia a todos aquellos 
que, en el futuro, podrían estar legitimados para recurrir el decreto que va a darse 9 4 . 
92. Se trata del c. 5 § 1; vid. supra, la nota n. 85. 
93. Cf. MIRAS, Comentario (c. 50), pp. 560s. 
94. Cf. MIRAS, Comentario (c. 50), p. 561. 
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La ausencia de fórmula irritante en la no rma del c. 50 , y su composic ión 
lingüística permiten afirmar que, ni para el caso de omisión de audiencia, ni para 
el de negligencia en recabar las pruebas, se establece la nul idad del ac to 9 5 ; sin 
embargo tal actitud de la Administración, si es indebida, tiene sus consecuencias 
jurídicas. Algunas de éstas pueden conducir a la invalidez del acto, o al menos a 
su i l icitud 9 6 ; en otros supuestos el decreto se hace recurrible, con todas las con-
secuencias (cf. c. 1739). A continuación mostraremos los casos más significati-
vos en que se establece el deber de audiencia. Antes, cabe mencionar que ese de-
ber deriva de la regla de la publicidad del procedimiento , c o m o uno de los 
modos de proteger el derecho de defensa. Sin embargo, en ningún procedimien-
to se establece la posibil idad de asesoramiento de un abogado o perito, salvo 
para el recurso jerárquico y el contencioso-administrativo 9 7 . 
Cuando se realiza el traslado contra la voluntad del titular del oficio, el Su-
perior, además de tener causa grave, debe escuchar al titular, dándole posibilidad 
de exponer argumentos contrarios (c. 190 § 2). 
La expulsión de un miembro de un instituto religioso exige la audiencia de 
ese miembro , durante la cual el Superior del instituto debe amonestar le , por es-
crito, y darle la oportunidad de defenderse. Para la efectiva expulsión se exigen 
dos amonestaciones, siempre con la presencia de dos testigos (c. 697, 2.°). 
El procedimiento de remoción de un párroco requiere, para la validez del 
acto, no solo la presentación, por parte del Obispo, de la causa y los argumentos 
al interesado, sino también audiencia del párroco, durante la cual puede éste pre-
sentar argumentos contrar ios , e incluso las pruebas que apoyan lo que expone 
(ce. 1742 § 1 y 1745, 1.°). 
También el párroco que se niega a seguir la exhortación del Obispo acerca 
del traslado (c. 1749) tiene derecho a presentar sus argumentos. 
Para emitir ciertos actos se han de cumplir otros requisitos establecidos ex-
presamente por la ley, como son el consentimiento o el consejo de un colegio o 
unas personas, y las licencias que derivan de un control preventivo 9 8 . Citaremos al-
gunos casos. 
95. Definitiva es la ausencia de tal sanción en la misma norma (cf. c. 10). Susbsidiariamente 
nos sirve también el análisis del texto, pues se utiliza los verbos «exquirat» y «audiat», es decir, for-
mas de coniunctivus praesens, que en el CIC expresan exhortación; cf. ERDO Expressiones, pp. 22s. 
96. P. ej. uno de los supuestos, conectado con el c. 126. La falta de la audiencia o la negligen-
cia en recabar las pruebas puede producir un error sustancial antecedente de un órgano, y por tan-
to que su acto sea nulo. De la misma manera, esas faltas pueden afectar a un derecho subjetivo o a 
una costumbre aprobada (c. 38), y el acto carecería entonces de efectos, por ignorar la existencia 
de dicha costumbre o el derecho subjetivo. 
97. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 372. 
98. D'Ostilio cuenta estos requisitos entre las actuaciones que forman parte de la fase pre-
paratoria. Según su teoría, consentimientos y consejos de ciertos órganos o personas derivan de 
los actos, o actividades, de función consultiva (constituida por los pareceres facultativos u obli-
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La regla general la contiene el c. 127. Esa norma se refiere a dos supuestos: 
cuando el consejo o consentimiento tiene que darlo un colegio o grupo de perso-
nas, y cuando tal parecer viene de personas individuales. L a pr imera situación 
exige que se convoque ese colegio o grupo y que se obtenga el consent imiento 
de la mayor ía absoluta de los presentes, o que se pida el consejo de todos. En 
caso contrario, el acto carece de validez (cf. c. 127 § 1). El supuesto presentado 
en el § 2 de ese canon explica que el Superior, para la validez, debe obtener el 
consentimiento de personas determinadas por la ley, o pedir a ciertas personas su 
parecer. Sin embargo, cuando se exige solamente el consejo, no está obligado a 
seguir el parecer presentado, aunque para tal actuación tiene que basarse en una 
razón muy poderosa. Cabe pensar que esta regla se debe aplicar también a los 
pareceres presentados por un grupo o conse jo" . A nuestro ju ic io , si se trata de 
una decisión, la razón de rechazar el consejo recibido, se ha de hacer constar en 
la motivación del decreto (cf. c. 51) . El deber de escuchar el consejo de ciertas 
personas obtiene una concreción ulterior en el caso de la remoción o el traslado 
de los párrocos. Las normas de los ce. 1742 § 1 y 1750, respectivamente, hablan 
de la consulta que tiene que hacer el Obispo con dos párrocos, e legidos por el 
Consejo Presbiteral, con quienes discute el asunto. Un deber similar tiene el Su-
perior mayor, quien debe oír a su consejo 1 0 0 , para actuar validamente en la expul-
sión facultativa de un miembro del instituto religioso (cf. c. 697, 3.°). 
N o faltan otros supuestos en los cuales se exige el consejo de un grupo o el 
consejo de ciertas personas, p . ej . : c. 515 § 2 (el deber de escuchar el parecer del 
Consejo Presbiteral, antes de erigir una nueva parroquia), c. 524 (consultas que 
hace el Obispo, con el arcipreste, antes de conferir una parroquia a un nuevo pá-
rroco), c. 1215 § 2 (el Obispo diocesano, antes de dar su consentimiento para edi-
ficar una iglesia, debe oír al Consejo Presbiteral y a los rectores de las iglesias ve-
cinas), c. 1277 (el Obispo diocesano debe oír al Consejo de asuntos económicos y 
Colegio de consultores para realizar los actos de mayor importancia, y debe obte-
ner su consentimiento para realizar los actos de administración extraordinaria); etc. 
Algunos actos están sometidos a un tipo de control que se expresa median-
te l icencias 1 0 1 . Se exige obtener la licencia para la validez del acto (p. ej . ce. 638 
§ 3 ; 684 § 5; 8 8 2 , 1 1 9 0 §§ 2 y 3 ; 1292 § 2) , o s implemente para su regularidad, 
gatorios), y las licencias explican función de tutela; cf. Natura, pp. 57s.; // Diritto Amministrati-
vo, pp. 318s. 
99. Cf. THÉRIAULT, Comentario, p. 833. 
100. Incluso a los ausentes, p.ej por medios de comunicación, con cumplimiento de unos ob-
jetivos (la llamada teleconferencia); cf. THÉRIAULT, Comentario, p. 832. 
101. En este caso se trata de un control preventivo. A propósito de las licencias, parece nece-
sario mencionar que es una institución de uso muy frecuente en el Código. Según el c. 59 § 2 a esta 
institución se aplica lo establecido para los rescriptos. Los mismos cánones se han de aplicar a 
otros actos, muy semejantes a las licencias, como p.ej. permisos, indultos, autorizaciones o conce-
siones. Sobre esta cuestión cf. CANOSA, Comentario, pp. 591 s. 
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y puede también afectar a un tipo de responsabilidad, moral , administrativa o pe-
nal (p. e j . ce. 668 § 2; 1692 § 2; 1288; 1298) 1" 2. 
Antes de explicar la tercera fase de formación de los actos administrativos, 
queremos presentar la opinión de D'Ost i l io acerca de la secunda fase, que él lla-
ma esencial o decisoria. Para este ilustre canonista i tal iano, d icha fase consis te 
en el acto volitivo y autoritativo de un órgano de la Administración, o sea, se tra-
ta de un efectivo ejercicio del poder (sacra potestas) dentro de los límites de su 
competencia, mediante una declaración de voluntad. Tal declaración contiene, 
desde el punto de vista material, lo esencial del acto administrativo. En otras pa-
labras, esta fase se agota con la decis ión 1 0 3 . 
Para Labandeira, en cambio , todo lo referente a la t oma de decisión per te-
nece a la tercera fase, es decir a la conclus ión 1 0 4 . Es ta fase finaliza el trámite de 
un expediente, cuando se cumplen todas formalidades, enumeradas antes , que 
requiere cada tipo de acto. El órgano de la Adminis t ración públ ica eclesiástica 
debe tomar la decisión, si ésta per tenece a su competencia . En caso contrario 
debe remitirla al órgano competente 1 0 5 . 
El CIC no contiene una norma que establezca cómo se ha de expresar la vo-
luntad del órgano; ni t ampoco lo hace el C C E O . L a única mención, la podemos 
encontrar en el procedimiento para la remoción de los párrocos , que exige del 
Obispo que tome una decisión sobre «si el párroco debe ser r emovido o no» , y 
emita enseguida el decreto, pert inente 1 0 6 . 
Algunos actos, para su efectiva conclusión, necesitan una decisión colegial, 
o sea, la declaración de las voluntades de más de una persona física que, por su 
fusión según el procedimiento previsto, consti tuyen una nueva voluntad 1 0 7 . Un 
ejemplo lo tenemos en el procedimiento de expulsión de un religioso. Para la va-
lidez de tal acto se exige que la decisión sea tomada por el Superior general y su 
consejo, que consta al menos de cuatro miembros . Todos el los, const i tuidos en 
colegio, deben emitir sus votos en secreto, después de considerar todas las prue-
bas y razones a favor y en contra 1 0 8 . 
En cambio para D 'Os t i l io 1 0 9 , la tercera fase, la integrativa, comprende todos 
los hechos integrativos o confirmativos por parte del Super ior je rárquico , pues 
102. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 372. 
103. Cf. D'OSTILIO, Natura, p. 58; ÍDEM, // Diritto Amministrativo, p. 319. 
104. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 372s. 
105. Una situación de ese tipo se describe en los ce. 695 § 2 y 697, 2.°. El Superior mayor, una 
vez recogidas todas las pruebas y actas necesarias, tiene que firmarlas y enviarlas, junto con las 
respuestas del religioso, al Superior general, a quien compete tomar la decisión. 
106. Cf. c. 1745,3.°. Una fórmula semejante expresa el c. 1394, 3." del CCEO. 
107. Cf. D'OSTILIO, // Diritto Amministrativo, p. 319. 
108. Cf. c. 699 que explica también los requisitos, para la validez, del acto de expulsión. Ade-
más, este decreto entra en vigor, según establece el c. 700, después de haber sido confirmado por 
la Santa Sede, o, si se trata de un instituto de derecho diocesano, por el Obispo de la diócesis. 
109. Cf. D'OSTILIO, Natura, p. 58; ÍDEM, II Diritto Amministrativo, p. 319. 
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todos los entes inferiores están sometidos a su actuación de control, ésta se pue-
de expresar, s iempre según este Autor, mediante «aprobación» (control de legi-
t imidad y del contenido) , «visto» (control solamente de legit imidad), o «adhe-
sión» (control de carácter preventivo o posterior). 
2. Emisión y notificación de los actos administrativos 
Al empezar este apartado, aparece una dificultad básica. Ni el CIC, ni bue-
na parte de la doctr ina hablan específ icamente de la emisión de los actos admi-
nistrativos. Sin embargo , una búsqueda más minuciosa permite advertir que en 
varias ocasiones se toca este problema. Para expl icarnos mejor, podemos decir 
que al tratar del procedimiento de formación de un acto, lo contemplamos más 
bien in fieri. U n a vez terminado el trámite, su situación cambia radicalmente, 
porque tenemos entonces un acto infacto esse. Ese concepto se acerca a lo que 
Labandeira l lama la perfección del acto administrativo; y dice este autor que un 
acto es perfecto cuando se ha terminado el procedimiento de su formación, y se 
ha manifestado en él la voluntad del órgano administrativo, o en otras palabras, 
el acto es perfecto cuando es completo y acabado 1 1 0 . A lo expuesto podemos aña-
dir lo que dice De Laubadére 1 1 1 : que la emisión de un acto afecta a su entrada en 
vigor. Por eso un acto se hace eficaz si es apto para producir efectos jur ídicos 1 1 2 : 
A veces la emisión puede recibir una forma oficial, es decir el órgano competen-
te ordena su efectiva entrada en vigor 1 1 3 . 
Algunas pautas acerca de la cuestión que abordamos , pueden obtenerse a 
partir del análisis de la norma del c. 700. Sin entrar al fondo del problema, inten-
tamos fijarnos solamente en el procedimiento del decreto de expulsión. All í po-
demos encontrar el fundamento para la opinión de que un acto puede quedar sin 
vigor, aunque sea perfecto; porque se establece que «decretum dimissionis v im 
non habet»: por tanto, la norma no niega la existencia del mismo decreto que, sin 
embargo, carece de eficacia. En este supuesto es difícil de sostener la opinión de 
la falta de requisitos formales, o sea, que este decreto es imperfecto 1 1 4 , pues el 
110. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 368s. 
111. Cf. Traite, p. 317. 
112. Cf. LABANDEIRA, Tratado, pp. 368s. D'Osnuo presenta una definición más normativa, in-
cluyendo, a propósito de un «atto recettizio», la necesidad de legítima notificación; cf. // DirittoAm-
ministrativo, p. 423. A nuestro juicio, tal concepto trata, a la vez, de la eficacia objetiva y subjetiva. 
113. Así lo podemos encontrar en el decreto del Obispo de Valladolid en que se nombra al 
provisor-juez del tribunal eclesiástico de esta diócesis. El Obispo lo expresa con las palabras: «(...) 
mandamos que se expida el presente [decreto] y se publique en el Boletín Oficial del Arzobispado 
para que sea conocido (...)». Cf. Boletín Oficial del Arzobispado de Valladolid, 1975, p. 379. 
114. Así lo declara D'OSTILIO, // Diritto Amministrativo, p. 423. Al mismo tiempo supone que 
este acto también es ineficaz, pero por falta de perfección. Según su opinión, éste es un requisito 
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decreto del Superior general y de su consejo necesita someterse, según dicho ca-
non, a un acto de control sucesivo de vigilancia, o tutela, por par te de la Santa 
Sede, que se agota en la confirmación del decreto" 5 . N o cabe duda de que la con-
firmación no tiene que ver con la perfección de un decreto . En caso contrario, 
habría cambiado su au to r" 6 . Ahora bien, un decreto conf i rmado, y por tanto vi-
gente, queda suspendido cuando se presenta legí t imamente el recurso contra la 
expulsión. Dicha suspensión de los efectos del decreto significa que se demoran 
sus efectos respecto al religioso, y en este caso, no se retira la vigencia del acto, 
sino que se paraliza su eficacia subjet iva" 7 . En efecto, el decreto suspendido no 
se puede ejecutar. Por consiguiente, lo vemos muy claro, hay correlación, de al-
guna manera, entre emisión, notificación, eficacia y ejecución de un acto. 
A continuación nos ocuparemos de las dos pr imeras cuest iones, c o m o ad-
vertimos en el título del apartado, pues la eficacia y ejecución de los actos admi-
nistrativos, aunque t ienen mucha importancia en cuanto tales, desde el punto de 
vista del nuestro trabajo no pertenecen al problema principal. Además , la fuente 
de la normativa vigente sobre la ejecución de los actos administrat ivos, son los 
cánones del CIC 17 sobre la ejecución de los rescr iptos" 8 , y en esa materia pue-
de servir, también, la doctrina antecedente. 
Para explicar la emis ión, nos puede servir el c. 57 . Es ta no rma trata, en 
principio, del si lencio adminis t ra t ivo, pero a la vez establece el deber de emitir 
el decreto que tiene la Adminis t ración pública eclesiástica. Sin esta obligación, 
sería imposible establecer los efectos del s i lencio" 9 . La lectura del texto del ca-
que, casi siempre, implica automáticamente la eficacia del acto. También CIPROTTI alude a que un 
acto no intimado al destinatario puede ser imperfecto, cf. La patología, p. 105. 
115. Parece que la mayoría de los autores mantienen la opinión de que la confirmación es un 
acto de control sucesivo; entre otros lo dice BACCARI. Conforme a su teoría, el órgano superior, en 
nuestro caso la Santa Sede, examina la legitimidad y el mérito del acto, pero para que éste sea efi-
caz; cf. BACCARI, La terapia dell'atto, p. 123. Este es otro argumento en contra de la postura que 
mantiene D'OSTILIO, cf. // Diritto Amministrativo, p. 423. 
116. Basamos nuestra opinión también en la interpretación auténtica del c. 700, de 17.05.1986; 
cf. AAS, 78 (1986), pp. 1323s, en que la CPI señala a la Sagrada Congregación para los Religiosos 
e Institutos seculares como autoridad competente para recibir el recurso jerárquico. Por lo cual, se 
la excluye de la autoría del decreto. El mismo juicio presenta GÓMEZ-IGLESIAS, cf. El decreto de ex-
pulsión, pp. 667s. Algunas dudas, acerca de los efectos de esta interpretación auténtica, puede des-
pertar la nueva normativa sobre la Curia Romana. Como es sabido, según el art. 123 § 1 de la PB, 
el STSA conoce los recursos contra actos administrativos tanto emitidos («latos»), como aprobados 
(«probatos») por un Dicasterio. Uno de los modos de solucionar el problema es analizar el alcance 
del término «probatos». Como lo presenta MIRAS, la interpretación de dicho término, debe siempre 
dar al interesado alguna posibilidad de recurso contencioso; cf. El contencioso, p. 416. 
117. Cf. GÓMEZ-IGLESIAS, El decreto de expulsión, p. 668. 
118. Se puede comparar: c. 40 y c. 53*; c. 41 y c. 54 § 1*; c. 42 y c. 55*; c. 43 y c. 57*; c. 44 
ye. 58*; c. 45 ye. 59 § 1*. 
119. Cf. KRUKOWSKI, Administracja, p. 155; LABANDEIRA, Tratado, pp. 405s; MIRAS, Comen-
tario (c. 57), p. 581; MONTINI, Pwblemata, p. 478; ÍDEM, // silenzio, pp. 84s. 
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non, cier tamente de los §§ 1 y 3 , no deja lugar a dudas . El Legis lador pretende 
que, dentro de un plazo fijo, se emita el decreto c o m o respuesta a una petición 
legít ima o a un recurso, o cuando lo prescriba la ley. Y, aún más , no se requiere 
simplemente que la autoridad ponga en marcha el trámite de un decreto, sino que 
éste se emita rea lmente 1 2 0 . Se establece por tanto, la regla de actuación puntual 
de la Administración, que le obliga a terminar el trámite del decreto en tres me-
ses. L a demora o inercia en emitir lo, puede perjudicar al interesado, y, según la 
norma del c. 57 § 2, éste tiene la posibilidad de resolver dicha situación median-
te un recurso 1 2 1 . 
La pr imera cuestión, con respecto al silencio, es el deber de emitir un de-
creto, del que habla el c. 57 § 1. Tal deber puede establecerlo la ley, como lo 
hace, por ejemplo, cuando se trata de conceder la personalidad jurídica (ce. 116-
117), o para una provisión de oficio eclesiástico mediante presentación (c. 163). 
Los demás casos, presuponen una petición por parte del interesado (p. e j . cuan-
do un elegido pide la confirmación de su elección, cf. c.179 § 1, o también, el su-
puesto de que hablan los ce. 1734-1735), o un recurso (c. 1737). 
Para que un adminis t rado pueda disfrutar de la facultad establecida por el 
c. 57 , se exige, además de los requisitos ya explicados, que la inercia o silencio 
de un órgano se prolongue durante un t i empo de te rminado 1 2 2 , en un asunto en 
que efectivamente existe la obligación de proveer por parte de Administración. 
Dicha norma apareció en el proyecto del código del año 1980, y que se 
tomó, con algunas modificaciones, del Schema de procedura administrativa. Sin 
embargo, esos cambios , introducidos al incluir el canon sobre el silencio admi-
120. Así se puede suponer teniendo en cuenta el texto del c. 1735. Cf. MONTINI, Problemata, 
pp. 482s. 
121. Aparte de esta solución, cabe plantear el problema de la naturaleza del silencio adminis-
trativo, en general. No hay unanimidad entre los representantes de la doctrina. Entre tres posibles 
soluciones, la presunción, la ficción jurídica y la interpretación de un acto administrativo tácito, 
cada una tiene sus partidarios. Muy equilibrada nos parece la opinión de que la naturaleza del si-
lencio la determina el texto de la norma. Este es el juicio que presenta LABANDEIRA, aunque se in-
clina más a la ficción jurídica; cf. Tratado, p. 407. No cabe duda de que el silencio administrativo 
no es un acto, porque no es un modo de terminar el procedimiento administrativo. Tampoco se 
puede hablar de una suplencia del acto inexistente. El régimen general del silencio se instituyó de 
tal manera que permite al interesado presumir la existencia de un acto que abre el acceso al recur-
so jerárquico o al contencioso-administrativo. No se puede olvidar que tal construcción es una fa-
cultad y no una obligación; cf. GARCÍA DE ENTERRÍA-FERNÁNDEZ, Curso, pp. 552s. Teniendo en 
cuenta lo expuesto antes, se justifica, a nuestro juicio, la opinión de que el silencio administrativo, 
del que habla el c. 57, es una presunción legal simple, o sea, iuris tantum, de respuesta negativa; 
cf. LABANDEIRA, Tratado, p.410; MIRAS, Comentario (c. 57), p. 582; MONTINI, Problemata, p. 473; 
ÍDEM, // silenzio, p. 81. 
122. En general se establece el plazo de 90 días, que tienen que transcurrir, contados desde la 
recepción del recurso o la petición (c. 57 § 1, en conex. con ce. 200-203), a no ser que la ley esta-
blezca otro plazo (c. 57 § 1 in fine). 
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nistrativo en el nuevo Código, parecen importantes 1 2 3 . La lectura del proyecto de 
SCHPA 1 2 4 , muestra que no se ha introducido en la codificación vigente la norma 
que contenía la obligación de no demorar el trámite de un acto, y de que el Su-
perior lo emitiera cuanto antes («superior... quampr imum providere curet»). La 
celeridad de provisión, por supuesto, nunca puede perjudicar al bien público y al 
bien del interesado, por tanto se atribuía a la discrecionalidad del órgano, tomar-
se el t iempo necesario, según las dificultades de cada caso («salva iustitia et pas-
torali prudentia»). 
Diferencia notable existe también, en cuanto a los efectos del silencio de la 
Administración, cuando se presenta el recurso. La interpretación del c. 57 § 2, 
como hemos indicado ya, se inclina a la presunción legal simple. Esta presunción 
tiene una desventaja indudable, cuando un órgano que demora la emisión de un 
decreto, lo emite tardíamente, una vez presentado el recurso por el interesado. 
Como es sabido, esta presunción admite pruebas contrarias, tanto directas, como 
indirectas 1 2 5 , por lo cual la ley toma como probable una cosa mientras no se prue-
be algo que anule la presunción 1 2 6 . En nuestro caso, la emisión del decreto, sobre 
el que existe la presunción, es la prueba contraria que no permite presentar el re-
curso. Y aun más, en la práctica de la «Sectio Altera» del S T S A —añadimos que 
se trata de práctica extra legem— cuando se presenta el recurso contra el silencio 
de un órgano, el Tribunal suele pedir a la Administración que provea, antes de ini-
ciar el contencioso-administrat ivo 1 2 7 . En tal caso, además de interponer otra vez 
el recurso, si no está satisfecho, al interesado le queda la facultad de pedir el re-
sarcimiento de los daños eventualmente causados por este decreto, a no ser que 
no haya daño, o no exista relación causal entre el daño y la demora del decreto 1 2 8 . 
123. Hay que comparar el c. 57 con el c. 6 del SCHPA 6.° (esta norma es más perfecta que la 
respectiva del SCHPA 5.°), vid. infra, la nota n. 125. 
124. C. 6 § 1 del SCHPA 6.°: «Quoties lex iubeat decretum ferri vel ab eo, cuius interest, peti-
tio vel recursus ad decretum obtinendum proponatur, superior quamprimum, salva iustitia et pas-
torali prudentia, providere curet»; § 2: «Si post sexaginta dies a recepta petitione vel recursu supe-
rior decretum nondum tulerit, et petitor vel recurrens scripto instet ut decisio detur, tricésimo die, 
ex quo haec instantia ad superiorem pervenit, petitio vel recursus pro reiecto habetur, ita ut recur-
sus adversus reiectionem proponi possint, tamquam si eo die per decretum prolata sit et intimata». 
125. Cf. c. 1826* que no tiene ya fuerza de precepto, pero expresa una tradición doctrinal vá-
lida actualmente. 
126. Cf. LABANDEIRA, Las presunciones, p. 128. 
127. Cf. MONTINI, Problemata, p. 484; IDEM, // silenzio, pp. 88s. 
128. Sobre el problema de resarcimiento de daños causados por la Administración hay una bi-
bliografía muy abundante; cf. entre otros: CIPROTTI, // risarcimento; COPPOLA, In tema di risarci-
mento; D'OSTILIO, La responsabilità; KRUKOWSKI, Responsability; IDEM, Problemy; LEMPA, 
Przedmiot odpowiedzialnosci; IDEM, Odpowiedzialnosc administracji; MONETA, // controllo giuris-
dizionale, pp. 117-179; MONTINI, // risarcimento; REGOJO BACARDÍ, Pautas para una concepción, 
pp. 107-162. En nuestro trabajo no pretendemos desarrollar estas cuestiones, porque no pertene-
cen al núcleo del tema de que estamos tratando. 
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Mejor solución, para el interés del administrado, contiene, a nuestro juicio, 
el c. 1518 del C C E O . Dicha norma, en lo referente al silencio administrat ivo, 
adopta la solución presentada en los proyectos De procedura administrativa™, 
es decir la fictio iuris'M. Se facilita al afectado por la inercia de la Administración 
el acceso a la vía contenciosa, mediante un recurso jerárquico o, en determina-
dos casos, mediante el contencioso-administrativo. Y aún más , esta construcción 
jur íd ica que encontramos en el c. 1518 del C C E O , permite seguir adelante con 
el recurso, aunque el órgano competente emitiese un decreto con demora . Opi-
namos que el Superior, al dar su decreto c o m o respuesta al recurso presentado, 
tendría que tomar entonces la decisión sobre este decreto. En el caso de que el 
administrado quedase satisfecho por el decreto emitido tardíamente, tendría que 
rechazar el recurso. En el caso contrar io tendría que resolver el recurso (positi-
va, o negat ivamente) a la vista del decreto realmente emit ido y de las alegacio-
nes aludidas por el afectado. Además queda la cuestión de los posibles daños de 
los que habla el c. 57 § 3 . 
N o existe en el CIC una norma semejante al c. 1519 § 1 del C C E O que co-
r responde a las reglas que contenía el S C H P A 1 3 1 . Dicho canon dispone que la 
Adminis t ración, al emitir un decreto, ha de considerar y procurar lo que mejor 
conduce a la salvación de las a lmas y al bien público. Al mi smo t iempo, se le 
m a n d a observar las leyes y cos tumbres , así c o m o la just ic ia y la equidad. Indu-
dablemente esa misma regla de buscar lo mejor, en el caso concreto, para la sal-
vación de las almas, se puede entender implícita en el ámbito del CIC, por ser el 
fin de todo el ordenamiento canónico, sin embargo su expresión directa en una 
de las normas que se refieren al ejercicio de la función administrat iva, en lo re-
lativo a la emisión de los actos administrativos, nos parece muy adecuada 1 3 2 . 
Al tratar de la notificación de un acto administrat ivo, han de tenerse en 
cuenta las correlaciones mutuas entre notificación, eficacia y ejecución de un 
129. Cf. el c. 6 § 2 del SCHPA 6." (esta norma es más perfecta que la respectiva del SCHPA 
5.°), vid. supra, la nota n. 124. 
130. Para sostener esta opinión tenemos dos razones. La primera deriva de la regla general o 
definición de la ficción, según la cual la ficción jurídica es una disposición contraria a la verdad, 
pero posible. La segunda es que en ambos cánones, en el de SCHPA y en el de CCEO, se emplea 
una de las expresiones características para la fictio iurís, «pro reiectio habetur». Cf. LLANO CI-
FUENTES, Naturaleza, pp. 141-146. 
131. Cf. el c. 7 § 1 del SCHPA 6.° (esta norma es igual que la del c. 6 § 1 del SCHPA 5.°): 
«Qui decretum fert id prae oculis habeat et intendat, quod animarum saluti et publico bono máxi-
me conducere videatur, servata quidem lege et generali et particulari, iustitia, canónica aequitate». 
132. No compartimos, por tanto, con JIMÉNEZ URRESTI su opinión de que este canon expone 
un texto problemático y odioso, y tampoco nos parece una simple repetición de algo que, por sí 
mismo, es obvio, cf. ÍDEM, Comentario (c. 1519), pp. 568s. No cabe duda de que la Administra-
ción tiene que actuar buscando el bien público, pero esta norma no lo niega, sino lo afirma, y, a la 
vez, impone un equilibrio entre el interés público y el interés particular (costumbres legítimas, jus-
ticia y equidad). 
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acto. Una de ellas, es la conexión entre el acto de ejecución de un acto administra-
tivo y su eficacia. Para una mejor explicación, necesitamos acudir al c. 37 que nos 
permite confirmar la existencia del acto administrativo, y del acto de su ejecución 
(aunque normalmente los dos actos forman el contenido de un solo «documento»). 
Se puede hablar, por tanto, de emisión de un acto en forma simple, o en forma co-
misor ia 1 3 3 . Los actos emitidos en forma comisoria alcanzan su eficacia, tanto de-
cretos, como rescriptos, desde el momento de su ejecución (ce. 54 § 1 y 62, respec-
tivamente). En el otro supuesto, la eficacia depende del acto de que se trate. Pues 
el decreto se hace eficaz desde el momento en que es intimado al destinatario, o 
sea, desde su notificación (c. 54 § 1). El rescripto, en cambio, es eficaz desde el 
momento de expedición el documento (c. 62), es decir desde su emisión. 
Se advierte, así, la importancia de la notificación del acto, concre tamente 
del decreto, o del precepto, que es requisi to de su eficacia. Desde este enfoque 
se ent iende por qué los cánones sobre el modo de notificar están en el capítulo 
segundo («De decretis et praeceptis singularibus»), y no en el pr imero («Normae 
communes») . N o se exige la notificación de los rescriptos que normalmente son 
vehículo de los actos de gracia, y c o m o tales no necesitan una recepción formal 
por el interesado. Esto no excluye que para determinados actos (p. e j . los recur-
sos, ce . 1734 § 2 , 1 7 3 5 ) la fecha de la notificación tenga su impor tanc ia 1 3 4 . Hay 
que tener en cuenta el carácter de los decretos , y mucho más de los preceptos, 
que pueden tener contenido no favorable al destinatario, imponiéndole cargas, 
deberes u obligaciones. 
Para notificar un acto se establecen dos formas (ordinaria y extraordinaria) 
de intimarlo efectivamente (ce. 54 § 2 y 55), y una forma equivalente a la notifi-
cación (c. 56). La forma ordinaria requiere notificación legítima mediante entre-
ga de un documento . El origen de esta no rma está en el c. 24* , y vale para los 
preceptos. La regla general, por lo tanto, impone para la notificación la forma de 
documento , o sea, por escr i to 1 3 5 . Recordamos que , según el c. 37, la mi sma for-
ma, escrita, deben tener todos los actos administrativos que afectan al fuero ex-
terno. L o repiten los cánones a propósito de los decretos (c. 51), y los rescriptos 
(c. 59 § 1). Hay que subrayar que el Código sigue diferenciando la forma de emi-
tir los decretos (c. 51) y la forma de notificar éstos, por tanto el c. 55 , al princi-
pio, cont iene la advertencia («firmo praescripto cann. 37 et 51») de que dicha 
norma ha de ser aplicada a la intimación del decreto y no a su emis ión 1 3 6 . Para el 
133. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 376. 
134. Cf. MIRAS, Comentario (c. 54), pp. 572s. 
135. El CIC se refiere explícitamente dos veces a casos concretos en que los actos para obte-
ner su efecto, necesitan la legítima notificación mediante un documento: la pérdida de un oficio 
eclesiástico por transcurso del tiempo o cumplimiento de la edad (c. 186), y el traslado de oficio 
(c. 190 § 3). 
136. Cf. MIRAS, Comentario (ce. 55-56), pp. 575s; opinión contraria manifiesta JIMÉNEZ 
URRESTI en el comentario al mismo canon, cf. CIC Salamanca, p. 52. 
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modo de entrega sirve, per analogiam, lo establecido en el c. 1509 ' 3 7 ; la entrega 
puede realizarse por correo u otro servicio seguro (c. 1509 § 1), también es ne-
cesario mencionar en las actas la notificación y el m o d o en que se ha hecho (c. 
1509 § 2 ) 1 3 8 . 
L a forma extraordinaria (c. 55) se realiza mediante la lectura del texto del 
decreto al interesado, en presencia de un notario o dos testigos que no tengan esa 
condición. Es necesario levantar acta, que tienen que firmar todos que han parti-
cipado en el acto. El canon no establece más requisitos formales, ni siquiera pre-
cisa nada acerca de los dos testigos. A nuestro juicio, a la hora de elegirlos se ha-
brá de aplicar la regla contenida en el c. 483 § 2, en cuanto a las cual idades y la 
condición de sacerdotes. Es posible también nombrar a un notario «provisional», 
es decir, solamente para este asunto (cf. c. 483 § 1). En cada caso es necesaria la 
presencia de dos o tres personas, además del interesado, una que debe leer el tex-
to del decreto (p. e j . uno de los Superiores, o el canciller) y el notario, o dos tes-
t igos 1 3 9 . 
D icha forma se puede aplicar «cum graviss ima ratio obstet ne scriptus de-
creti textus tradatur». N o se trata, por tanto, de dificultades u obstáculos en en-
tregar el documento , sino de las consecuencias g rav í s imas 1 4 0 que puedan surgir 
de la entrega del texto. Para los casos en que la entrega sea imposible, por injus-
ta actitud del afectado, una vez agotados todos los modos de entregar el decreto, 
la Adminis t ración puede cumplir la obligación de notificar mediante la forma 
ficticia (c. 56). 
El c. 1520 § 2 del C C E O , en que se regula la forma extraordinaria de noti-
ficación, repite en gran parte el texto del c. 8 § 1 del SCHPA 6 s.; sin embargo 
contiene una fórmula más amplia que el término «gravissima ratio». Se intentan 
explicar esas circunstancias c o m o «un pel igro del bien públ ico o pr ivado» que 
impide la entrega del texto por escr i to 1 4 1 . Somos conscientes de que la técnica 
normativa no permite describir con mucha ampli tud todos los casos que puedan 
ocurrir, y al mismo t iempo la hipótesis de la norma ha de ser suficientemente ge-
neral, por lo cual consideramos la solución del C C E O , aunque lacónica, más cla-
ra que la del CIC. 
L a notificación en forma equivalente (c. 56) contempla dos supuestos dis-
tintos. El pr imero ocurre cuando el interesado «rite vocatus» n o comparece , sin 
137. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 374. 
138. El c. 8 § 1 del SCHPA 6.°, y el respectivo en el SCHPA 5.°, c. 7 § 1, mandaron observar, en 
el modo de entrega del decreto, los ce. 1716*-1722*. En el CIC vigente se ha simplificado este pro-
cedimiento, pues ya no existe el oficio del cursor de la curia o del tribunal eclesiástico (cf. c. 1591 *). 
139. Cf. MIRAS, Comentario (ce. 55-56), p. 578. 
140. A propósito de este término cf. MIRAS, Comentario (ce. 55-56), pp. 576s. 
141. «Si periculum publici vel privan' damni obstat, ne textus decreti scripto tradi possit...», 
cf. c. 1520 § 2 del CCEO. 
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justa causa, a oír la lectura del decreto o se niega a recibir el texto. En tal caso , 
la acción de gobierno no puede quedar paralizada por culpa del destinatario que 
actúa con mala fe. El canon establece la notificación ficticia142, aunque el intere-
sado no conozca el texto del documento. Quien aduzca posteriormente su ausen-
cia por causa justa, tiene que presentar la prueba al respecto 1 4 3 . 
El segundo supuesto se refiere al caso en que el destinatario del decre to se 
niega a firmar que ha escuchado o ha recibido el texto del decreto. L a efect iva 
presencia del interesado no permite operar con una ficción. L a ley permite , sola-
mente, suplir la ausencia de firma. Esta circunstancia, por disposición normat i -
va se equipara a la notificación ficticia144. 
En ambos casos, aunque no haya expresa mención en el canon, se ha de 
leer el decreto en presencia del notario o de dos testigos y se han de levantar ac-
tas que deben firmar todos los debidamente convocados 1 4 5 . 
Un acto perfecto, emit ido e int imado al dest inatario, se hace eficaz, pero 
ello no quiere decir que necesar iamente este acto sea vál ido. N o existe coinci-
dencia necesaria entre eficacia y validez de un acto. Hay actos inválidos que si-
guen siendo eficaces, en virtud de la presunción de validez de los actos adminis-
trativos de la Administración pública eclesiástica; entonces , mientras n o se 
impugnen y se declaren inválidos, tienen fuerza. Incluso un acto inválido puede 
ser ejecutado forzosamente 1 4 6 . Estas consideraciones nos obligan a ocuparnos, a 
continuación, de algunas cuestiones referidas a la validez de los actos adminis-
trativos. 
3 . Los vicios del procedimiento deformación de los actos 
administrativos y sus consecuencias jurídicas 
Por razón de la mater ia de que nos ocupamos , en este epígrafe vamos a 
abordar algunas cuestiones acerca de los vicios que pueden surgir del incumpli-
miento de las normas procedimentales de los actos administrat ivos. Por lo mis -
mo, no pre tendemos exponer cuestiones relacionadas con la validez o invalidez 
de los actos administrativos en general, pero, a veces es imposible prescindir de 
ellas, aunque se mencionen solamente para aclarar el asunto, pues la cuestión de 
la validez o invalidez del acto administrat ivo es muy compleja. Por esta razón, 
acudiremos también en ocasiones a teorías de derecho secular, porque allí busca 
el derecho canónico administrativo algunas de las soluciones. 
142. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 374. 
143. Cf. MIRAS, Comentario (ce. 55-56), p. 578. 
144. Cf. MIRAS, Comentario (ce. 55-56), p. 579. 
145. Cf. MIRAS, Comentario (ce. 55-56), p. 579. 
146. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 381. 
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Empezamos por la variedad de términos que emplea la doctrina, y que, a ve-
ces, pueden resultar muy confusos. Parece necesario, por eso, distinguir tres pla-
nos 1 4 7 . En primer lugar, la divergencia entre el acto y la regla jurídica se suele ex-
presar con los vocablos: irregularidad, anomalía, imperfección, ilegitimidad, 
ilicitud e ilegalidad. Tratando de los efectos de dicha divergencia, se ha de hablar 
de: invalidez, ineficacia, ineficiencia, inutilidad e irrelevancia. Finalmente, los tér-
minos referidos a la sanción del vicio del acto son: inexistencia, nulidad, anulabi-
lidad, rescindibilidad e impugnabilidad; pero hay también irregularidades, de me-
nor importancia, que no causan la invalidez del acto. Por ello, la doctrina secular 
distingue entre los siguientes tipos de invalidez del negocio jurídico: inexistencia, 
nulidad absoluta, anulabilidad y rescindibilidad. Es obvio que estas categorías, 
útiles en los negocios, es decir en el derecho privado, pueden ser aplicadas al ám-
bito administrativo canónico solamente mutatis mutandis. 
En la doctrina canónica, la mayoría de los autores opina que hay únicamen-
te actos nulos y anulables (rescindibles) 1 4 8 . Otros, sin embargo, hablan de un solo 
t ipo de invalidez, que es u n a anulabil idad sui generis de los actos administrat i-
vos, es decir, una anulabilidad con un carácter propio que ocupa una posición au-
tónoma frente a la anulabilidad de los demás actos ju r íd icos 1 4 9 . Apar te de la ter-
minología, parece que esa postura t iene su peso , especialmente cuando se tiene 
en cuenta la necesidad de otro acto administrat ivo, o de una sentencia judicial , 
declarativos, para que sea efectiva la nul idad del acto administrat ivo, y que en 
muchos casos es posible su sanac ión 1 5 0 . Sin embargo, a nuestro ju ic io , es difícil 
negar la existencia de la categoría de los actos nulos. 
Cabe mencionar que la invalidez de un acto administrat ivo puede ser cau-
sada por varios tipos de vicios, o sea, es el resultado de una violación del proce-
dimiento de formación o emisión, c o m o también la puede producir una infrac-
ción de otras reglas que tratan de los e lementos consti tutivos de un acto (sujeto 
del acto y su competencia, objeto, motivación, causa y forma) 1 5 1 . Algunas de es-
tas faltas pueden hacer que el acto sea nulo (falta de uno de los e lementos cons-
147. Lo hacemos siguiendo las advertencias presentadas por SANTAMARÍA PASTOR, cf. La nu-
lidad, pp. 48s; así como por LABANDEIRA, cf. Tratado, p. 387. 
148. Cf. CIPROTTI, La patologia, pp. 98-102; DE DIEGO-LORA, Estudios de Derecho, pp. 409s; 
KRUKOWSKI, Administracja, pp. 144-147; LABANDEIRA, Tratado, p. 402; LOBINA, La competenza, 
pp. 94-96; RANAUDO, Gli atti, pp. 715-718; SABATTANI, Iudicium de legitimitate, pp. 233s. 
149. Cf. MONETA, Il controllo giurisdizionale, pp. 126-136. Para presentar correctamente las 
opiniones de este Autor, tenemos que añadir que Moneta admite la categoría de actos nulos, cuan-
do éstos carecen de los elementos constitutivos, aunque, al mismo tiempo afirma que, en este caso, 
sería también correcto hablar de procedimiento nulo (o inexistente), en el sentido de violar grave-
mente la ley acerca del procedimiento de emitir el acto, cf. ibidem, pp. 117-120. 
150. Cf. LABANDEIRA, Tratado, p. 403. 
151. Cf. DE LAUBADÉRE, Traite, pp. 266s; D'OSTILIO, // Diritto Amministrativo, pp. 342s; 
KRUKOWSKI, Administracja, pp. 141-144. 
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titutivos), otras pueden dar lugar a su anulabil idad. C o m o es sabido , la nul idad 
en Derecho Canónico aparece excepcionalmente , porque el Leg is lador intenta, 
por diversas razones, mantener la existencia del acto, aun cuando sea por sana-
ción. Al presentar el procedimiento de formación de los actos adminis t ra t ivos , 
hemos puesto algunos ejemplos en los que la ausencia de requis i tos formales 
exigidos por la ley puede causar la invalidez del acto. En este lugar podemos 
añadir que también otras faltas, que no afectan a la validez, pueden ser objeto del 
recurso jerárquico, o contencioso-administrativo. Conforme al c. 1737, el recur-
so jerárquico puede ser presentado «propter quodlibet ius tum mot ivum» , según 
el art. 123 § 1 de P B , el objeto del recurso ante la Sectio Altera del Supremo Tri-
bunal de la Signatura Apostólica, puede ser cualquier acto que ha infringido la 
ley «in decernendo vel in procedendo». N o cabe duda de que pueden ser también 
objeto del recurso jerárquico cuestiones acerca de la oportunidad del acto (cf. c. 
1739). Parece que ahora hay menos controversia sobre la oportunidad c o m o ob-
je to del recurso interpuesto ante el Supremo Tribunal de la Signatura Apostól i -
ca. El art. 123 § 2 permite al Tribunal juzgar acerca del mer i tum del acto, cuan-
do el recurrente pide el resarcimiento de los daños causados por el acto 
ilegítimo. N o se admite, sin embargo, el juicio acerca de la mera oportunidad 1 5 2 . 
n. N O R M A S COMUNES Q U E DETERMINAN E L PROCEDIMIENTO D E L A CURIA 
R O M A N A PARA L A FORMACIÓN Y EMISIÓN D E LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
A. Noción y valor jurídico de la práctica de la Curia Romana 
Para hablar de las normas que regulan el procedimiento de formación y 
emisión de los actos administrat ivos consideramos necesario da r u n a breve ex-
plicación acerca de la práctica de la Curia Romana en esta materia. N o pretende-
mos, sin embargo, tratar a fondo del tema de la praxis Curiae, para no desbordar 
el objeto de esta presentación. 
El estilo y la práctica de la Curia Romana, como instituciones, tienen en de-
recho canónico una larga tradición, que deriva del derecho romano de la época 
jus t in ianea 1 5 3 . A lo largo de los siglos se formó, en derecho canónico, la ley con-
suetudinaria gracias a la autoridad de las sentencias de los casos concretos, resuel-
tos por los papas, o sea, «auctoritas rerum perpetuo similiter iudicatarum»154. Di-
152. Cf. MIRAS, El contencioso, pp. 419-422; REGOJO BACARDÍ, Pautas para una concepción, 
p. 131. Para el sistema de justicia administrativa de la Iglesia tal facultad es muy nueva, aunque se 
esperaba encontrarla ya después de la reforma del Código, cf. GROCHOLEWSKI, Atti e ricorsi, p. 521. 
153. Cf. LEFEBVRE, Style, columnas 1092s; IDEM, Les pouvoirs, p. 216. 
154. «Nam imperator noster Severus rescripsit in ambiguitatibus quae ex legibus proficiscun-
tur consuetudinem aut rerum perpetuo similiter iudicatarum auctoritatem vim legis obtinere debe-
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cha institución se recogió también en la normativa codicial, tanto en el CIC 17, 
como en el CIC vigente. 
En el c. 2 0 * del Código antecedente , se admite el stylus et praxis Curiae 
Romanae como fuente supletoria de las lagunas legales. El mismo valor obtiene 
la praxis en el c. 19, del Código vigente que , a propósi to de la mi sma cuest ión, 
repite de hecho lo establecido en c. 20*, salvo algunos cambios conceptuales y 
una nueva redacc ión 1 5 5 . Es interesante señalar que la redacción del c. 19, o sea, 
la iurisprudentia et praxis Curiae Romanae, se adoptó en el texto definitivo, 
porque hasta el Schema Codicis de 1982 es tuvo presente la expresión stylus et 
praxis. Para juzgar si tal cambio tiene carácter esencial, o solamente lingüístico, 
es necesario explicar los contenidos de ambos conceptos. 
Hemos mencionado ya que la noción del stylus curiae evolucionó a lo lar-
go de los siglos. Podemos añadir que la expresión, primariamente limitada en su 
contenido a la forma externa de las decis iones de la Curia Romana , el l lamado 
«estilo formal», se ext iende luego hasta incluir el contenido mater ia l 1 5 6 . En la 
época codicial encont ramos un concepto muy elaborado, y fundado tanto en la 
doctrina contemporánea, como en la antecedente. 
L a doctr ina contemporánea al Código p ío-benedic t ino 1 5 7 presentaba el fe-
n ó m e n o del estilo y la práctica de la Cur ia Romana con todos sus matices y va-
lores. Se solían distinguir el stylus formalis, o sea, el conjunto de formalidades o 
solemnidades necesarias para el trámite de un asunto, y el stylus materialis o 
praxis, es decir normas jur ídicas y soluciones aplicadas en determinados ca-
s o s 1 5 8 . Pues bien, en sentido ampl io , la fórmula codicial stylus et praxis Curiae 
Romanae significaba el modo unitario y común de resolver y tramitar los asun-
tos que eran presentados a la Curia. En sent ido estricto, la praxis significa el 
modo uniforme de resolver los casos materialmente iguales, es decir, la jurispru-
dencia, cuando se trata de materia no contenciosa, y, en materia judicial , la auc-
toritas rerum similiter iudicatarum159 
Comúnmente se reconocía el estilo de la Curia c o m o un modo constante de 
proceder en la expedición de los negocios tanto en vía contenciosa (stylus iudi-
cialis), c o m o administrat iva (stylus extraiudicialis)160. El término stylus curiae 
re», cf. Digesta, 1. 3. 38. Sobre el desarrollo de esa institución cf. LEFEBVRE, Les pouvoirs, pp. 
215-222; VAN HOVE, De consuetudine, pp. 176-178. 
155. Cf. PINERO CARRIÓN, La ley, p. 126; OTADUY, Comentario, p. 380. 
156. Cf. LEFEBVRE, Les pouvoirs, pp. 230s; ARRIETA, // valore, pp. lOls. 
157. Cf. entre otros MICHIELS, Normae generales, pp. 625-630; VAN HOVE, De consuetudine, 
pp. 182-185; ÍDEM, De legibus, pp. 324-326; CABREROS DE ANTA, Comentario, pp. 167s; ÍDEM, De-
recho, pp. 295s. Un resumen hace también ARRIETA, cf. // valore, pp. 102s. 
158. Cf. MICHIELS, Normae generales, p. 626; VAN HOVE, De consuetudine, p. 8, cf. también 
ARRIETA, // valore, p. 102. 
159. Cf. MICHIELS, Normae generales, pp. 625s. 
160. Cf. MICHIELS, Normae generales, p. 626. 
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se aplicaba a los Dicasterios y a otros oficios que formaban parte de la Curia . Y 
aún más , se reconocía aplicable ese concepto , y su eficacia supletoria, a las cu-
rias d iocesanas 1 6 1 . 
De acuerdo con la constante opinión de la doctrina, confirmada también por 
la jurisprudencia de la misma Curia, y fundada en la disposición del c. 243 § 1 *, 
se sostenía que el estilo de la Curia Romana tiene valor prevalente, y para los ne-
gocios de este mi smo organismo obtiene fuerza de ley en lo referente a las for-
malidades prescritas por la ley de carácter formal, común o especial, incluso por 
una costumbre, o por silencio voluntario del legis lador 4 6 2 . Según dicho parecer, 
el stylus Curiae alcanza también a los casos en que se trata de ejercer la potestad 
delegada por la Santa Sede (c. 203 § 1*), o de ejecutar los rescriptos emi t idos 
por el mismo órgano (ce. 42 § 1* y 55*). 
N o menos claramente señalaba la doctr ina el carácter vinculante del est i lo 
de la Cur ia Romana . Para obligar con fuerza vinculante absoluta necesi taba ser 
expresada mediante un acto con fuerza de ley. Es obvio que el estilo material , o 
sea, la jur isprudencia, tanto en los asuntos judiciales , como en los extrajudicia-
les, ex se no t iene esa fuerza. Cabe recordar, sin embargo, que a la doctr ina y la 
práctica canónica se incorpora c o m o regla la auctoritas rerum. En este sent ido 
las decisiones, o soluciones, de los dicasterios romanos, aunque sean adoptadas 
en vía administrativa, por medio de decretos singulares, cuando resuelven de un 
modo igual unos casos similares, y se repiten con frecuencia durante un t i empo 
determinado, obtienen el carácter de una especie de costumbre. Desde el punto 
de vista legal, esa costumbre obliga como una ley 1 6 3 . 
C o m o hemos mencionado, la nueva legislación canónica ha cambiado toda 
la teoría, bien elaborada, al poner en el c. 19 la expresión iurisprudentia et pra-
xis Curiae Romanae. Cabe por eso, plantear la cuestión de la equivalencia entre 
las dos fórmulas: la actual y la antecedente. En la doctr ina se formó la opinión 
de que, en el proceso de evolución de ese concepto, el Legis lador al uti l izar la 
noción de praxis curiae, quiere repetir lo comprendido en la noción de stylus cu-
riae sensu lato. D e acuerdo con tal interpretación, el estilo formal de la Cur ia 
pertenece al concepto de la práctica cur ia l 1 6 4 . Se trata, por tanto, de un conjunto 
de reglas procedimentales , vigentes en la Curia, que consti tuyen un quid iuris 
vinculante, y de un conjunto de directrices acerca del modo de resolver los ne-
gocios de la Curia, que aunque tienen diversas formas y origen, poseen carácter 
vinculante al menos de hecho 1 6 5 . 
161. Cuando se trata, por supuesto, de la suplencia de lagunas en las normas particulares. Cf. 
CABREROS DE ANTA, Comentario, p. 167; ÍDEM, Derecho, pp. 295s. 
162. Cf. MlCHIELS, Normae generales, pp. 626s. 
163. Cf. MICHIELS, Normae generales, p. 627; también cf. ARRIETA, // valore, pp. lOls. 
164. Cf. OTADUY, Comentario, p. 394; ARRIETA, // valore, pp. 103-110. 
165. Cf. ARRIETA, // valore, pp. 109s. 
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Los autores están de acuerdo en que la expresión actual , la iurisprudentia 
et praxis Curiae Romanae, tiene como objetivo distinguir entre las resoluciones 
judiciales, que forman la jurisprudencia, y los casos que pertenecen a la materia 
adminis trat iva 1 6 6 . Es te m o d o de enfocar la cuestión permite delimitar más clara-
mente la práct ica administrat iva, que es generada por las soluciones uniformes 
y homogéneas, dentro de un t iempo determinado, de cuestiones análogas, presen-
tadas ante el mi smo d icas te r io 1 6 7 . Se repite, a propósi to del carácter vinculante 
de la práct ica curial , la opinión ya formada bajo la normat iva codicial antece-
dente , según la cual adquieren fuerza de cos tumbre sui generis las resolucio-
nes iguales, del m i smo Dicasterio, en asuntos s imi lares 1 6 8 . Queda, sin embargo, 
por precisar el n ú m e r o de casos resuel tos que puedan const i tu i r la praxis. Al-
gunos autores hablan de dos o tres soluciones tomadas durante un lapso de diez 
a ñ o s 1 6 9 . 
Cabe añadir también que la práctica puede adquir ir fuerza vinculante, no 
sólo mediante su equiparación a una cos tumbre . Es suficiente que se acoja en 
una instrucción interna de un Dicasterio, o en una direct iva hecha por el Supe-
rior. A veces los e lementos de la práctica pueden formar parte de un reglamento 
particular de un Dicasterio, o de la misma Curia. Y aún más , la praxis de que está 
hablando el c. 19, o sea, la práctica de hecho (meri facti), nunca puede ser enten-
dida c o m o una verdadera cos tumbre , ni mucho menos c o m o acto de carácter 
normativo, de cualquier especie, porque entonces no sería fuente supletoria sino 
primaria del Derecho 1 7 0 . 
El Código vigente remite expresamente en otras ocasiones, además del 
mencionado c. 19, a la práctica canónica. En tres casos se apela a la praxis en 
sentido material , en asuntos que se refieren a la dispensa. El c. 14 permite que, 
en la duda de hecho, los Ordinarios concedan la d ispensa reservada, con tal que 
«suela concederla la autoridad a quien se reserva». En la práctica de dispensar de 
la Curia Romana tiene que fijarse el Ordinario, en el caso de la dispensa reserva-
da a la Santa Sede, cuando es difícil recurrir a ella, y existe peligro de grave daño 
que urge la acción por parte de la autoridad competente del lugar (cf. c. 87 § 2). 
A la m i s m a praxis remi te la disposición del c. 180 § 1. E n cambio , el c. 63 § 1 
alude al estilo formal, o práctica de procedimiento en la emisión de los rescrip-
tos. En el úl t imo caso, parece que se utiliza el concepto más amplio del stylus et 
praxis canónica, no l imitado solamente al de la Curia Romana , aunque ésta ten-
drá notable relevancia. 
166. Cf.OTADUY, Comentario,^- 394; ARRIETA,//valore,pp. 108-110. 
167. Cf. ARRIETA, / / valore, p. 105. 
168. Cf. ARRIETA, / / valore, pp. 105s; OTADUY, Comentario, p. 396. 
169. Cf. ARRIETA, / / valore, p. 105. 
170. Cf. OTADUY, Comentario, pp. 397s; ARRIETA, / / valore, pp. HOs. 
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B . Normas comunes que regulan el funcionamiento de la Curia Romana 
A continuación vamos a presentar un perfil de funcionamiento de la Curia 
Romana, a la luz de las normas que lo regulan con carácter general , es decir la 
Constitución Apostólica Pastor Bonus y el Reglamento General de la Curia Ro-
mana"1. C o m o en las páginas anteriores, p re tendemos abordar solamente las 
cuestiones relacionadas con el objeto de nuestra tesis, o sea, la formación y emi-
sión de los actos administrativos singulares. Somos conscientes de que exponer 
en detalle cómo funciona, desde el punto de vista del t rámite de los negocios, la 
Curia Romana, requeriría un estudio especial y mucho m á s complejo , contando 
incluso con el análisis de las normas sobre el procedimiento de cada uno de los 
Dicasterios. Sin embargo , por las razones ya expuestas , n o lo podemos hacer 
aquí, nos limitaremos a proponer, a título ilustrativo, una visión esquemática. 
1. La Constitución Apostólica «Pastor Bonus» 
Esta ley, p romulgada por el Papa Juan Pablo II, complemen ta la reforma 
del Derecho Canónico, y regula la organización y la estructura del Gobierno cen-
tral de la Iglesia. Indudablemente, la normativa sobre tales cuest iones era nece-
saria; pues el Código, aparte de remitir expresamente a una ley particular sobre 
la Curia R o m a n a 1 7 2 , cont iene pocos cánones acerca de esa materia . C o m o se 
sabe, después de veintiún años de vigencia de la Const i tución Apostól ica Regi-
mini Ecclesiae Universae, el cambio venía exigido por las nuevas circunstancias 
de la vida de la Iglesia, y por el nuevo orden jurídico. 
El carácter solemne de la constitución apostólica expresa bien que estamos 
ante una ley, y no sólo ante un acto ejecutivo y subordinado a las normas codi-
ciales. Y aún más, el proemio de la Pastor Bonus presenta todo el contexto ecle-
sial de nueva organización de la Curia Romana, y también resuelve algunas du-
das que existían anteriormente acerca de su relación con el Oficio primacial de 
la Iglesia 1 7 3 . 
a) Competencias de los Dicasterios 
La cuestión de las competencias de los Dicasterios romanos no tiene solamen-
te un alcance organizativo. Recordemos que, conforme a la disposición codicial 1 7 4 , 
171. Respectivamente: de 28 de junio de 1988, AAS, 80 (1988) 841-912 y de 4 de febrero de 
1992, AAS, 84 (1992) 201-267. 
172. Cf. c. 360 infine. 
173. Cf. p. ej. n. 8 del Proemio que determina el carácter vicario de la Curia. 
174. Cf. c. 35. 
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el acto administrativo puede emitirlo un órgano dotado de potestad ejecutiva, dentro 
de los límites de su competencia. N o podemos olvidar que las decisiones de los Di-
casterios dentro del ámbito de su potestad están afectadas por el modo en que se 
aplique la vicariedad y distinción de funciones a la organización de la Curia 1 7 5 . Bas-
te recordar que se produjo un cambio muy importante gracias a la REU, que abrió la 
posibilidad de revisión jurisdiccional de los actos de la potestad administrativa 1 7 6 . 
Esa disposición resolvió las dudas acerca de la vicariedad de las Congregaciones, 
pues sus actos se entendían como emitidos en nombre del Papa. Por el carácter de-
finitivo de estos actos, no se admitían recursos 1 7 7 . La Pastor Bonus ha dado un paso 
más adelante con la expresión, muy clara, sobre el carácter vicario de los Dicaste-
rios, que contiene art. 8 del Proemio de la Constitución 1 7 8 . 
C o m o factor básico para determinar las competencias de las Congregacio-
nes romanas y los demás organismos curiales se establece el criterio mater ia l 1 7 9 , 
moderado , sin embargo, por los criterios personal y territorial. Un ejemplo del 
pr imer criterio es la competencia de la Congregación de los Obispos y de la Con-
gregación del C le ro 1 8 0 . El segundo puede quedar ilustrado por las competencias 
de la Congregación para las Iglesias Or ienta les 1 8 1 y la Congregación para la 
Evangel ización de los Pueb los 1 8 2 , en las que se da una competencia mix ta 1 8 3 . En 
comparación con el orden establecido por la REU, la Constitución Pastor Bonus 
175. Cf. VIANA, La potestad, p. 96. 
176. Cf. art. 106 de la REU. 
177. Cf. GORDON, Origine e sviluppo, p. 11; también VIANA, La potestad, p. 95. 
178. «Praeter hanc indolem ministerialem, a Concilio Vaticano II character, ut ita dicamus, vi-
carius Romanae Curiae in luce ulterius ponitur, quandoquidem ipsa, ut iam diximus, non proprio 
iure neque proprio marte operatur: potestatem enim a Romano Pontífice acceptam exercet essen-
tiali quadam et nativa cum Ipso necessitudine...». 
179. Así la PB en art. 14: «dicasteriorum competenti a definitur ratione materiae nisi aliter ex-
presse cautum sit» y en art. 19 § 1: «recursus hierarchici a Dicasterio recipiuntur, quod competens 
sit ratione materiae...». 
180. Cf. arts. 75-82 de la PB, especialmente art. 77: «Omnia agit quae attinet ad Episcoporum, 
etiam titularium, nominationem, et generatim ad provisionem Ecclesiarum particularium»; a lo re-
ferente a la Congregación para los Obispos. Respecto a la Congregación para el Clero cf. arts. 93-
98, especialmente art. 93: «Congregatio (...) ea cognoscit, quae presbyteros et diáconos Cleri sae-
cularis respiciunt turn quoad personas, turn quoad pastorale ministerium, turn quoad res, que ad 
hoc exercendum iis praesto sunt, atque in hisce omnibus opportuna auxilia Episcopis praebet». 
181. Cf. art. 60 de la PB: « Actio apostolica et missionalis in regionibus, in quibus ritus orien-
tales ab antigua aetate praeponderant, ex hac Congregatione unice pendet, etiamsi a missionariis 
Latinae Ecclesiae peragatur». 
182. Cf. art. 89 de la PB: «Eidem subsunt territoria missionum, quarum evangelizationem ido-
neis Institutis, Societatibus necnon Ecclesiis particularibus committit, et pro quibus ea omnia agit, 
quae sive ad circumscriptiones ecclesiasticas erigendas vel immutandas, sive ad Ecclesiarum pro-
visionem pertinent ceteraque absolvit, quae Congregatio pro Episcopis intra suae competentiae 
ambitum exercet». 
183. Cf. ARRIETA, La reforma, p. 169; SZTAFROWSKI, Kuria, pp. 41s. 
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presenta una construcción más clara. En el rég imen an teceden te faltaba, a 
nuestro parecer, una norma equivalente a la del art. 14 de la PB que hubiera de-
terminado, al menos generalmente , la competencia de los Dicaster ios . Sin e m -
bargo, la solución en concreto, es decir en lo referente a cada u n o de los orga-
nismos, resulta muy parecida a la que encontramos en la normat iva vigente ; el 
cri terio material en a lgunos casos es taba moderado por el cr i ter io te r r i tor ia l 1 8 4 
o persona l 1 8 5 . 
Un asunto que por razón de la complej idad de su mater ia , exceda de la 
competenc ia de un Dicaster io genera la necesidad de coordinar los trabajos de 
dos o más Dicas te r ios 1 8 6 . Se ha previs to también, en los casos en que lo acon-
seje la opor tunidad, la creación de «comis iones interdicaster ia les pe rmanen-
t e s» ' 8 7 . El m o d o de resolver asuntos semejantes en la R E U era p a r e c i d o 1 8 8 . De 
un m o d o similar a c o m o se hace en esta Const i tución 1 8 9 , se han regulado el con-
flicto de competencia y otras controversias administrat ivas que , conforme a la 
normat iva de la P B , también deben someterse a la solución del Tribunal Supre-
m o de la Signatura Apostól ica , a no ser que el R o m a n o Pont í f ice de te rmine 
otro cauce 1 9 0 . 
b) Procedimiento deformación de los actos emitidos 
Parece obvio que los, Dicasterios, dentro de los límites de su competencia, 
pueden emitir diversos tipos de actos. Algunos de ellos tienen indudablemente ca-
rácter normativo, en concreto los decretos generales ejecutorios o los decretos ge-
184. Así se establece sobre la competencia de la Sagrada Congregación de las Iglesias Orien-
tales que «cognoscit omnia cuius vis generis negotia, quae sive ad personas, sive ad disciplinam, 
sive ad ritus Ecclesiarum Orientalium pertinent, etiamsi sint mixta, quae scilicet sive rei sive per-
sonarum ratione, Latinos quoque attingant; eidemque uni soli subiiciuntur territoria in quibus 
maior christianorum pars ad ritus orientales pertineat...» (cf. art. 44 de la REU). 
185. En art. 49 § 4 de la REU que trata de la competencia de la Sagrada Congregación para 
los Obispos se determina que: «eiusdem Congregationis est omnia cognoscere quae respiciunt 
Episcopos, sive quoad personas, sive quoad muñera, sive quoad actionem pastoralem; itemque iis-
dem a muñere cessantibus consulere». 
186. De esa cuestión trata el art. 21 de la PB, aunque parece que, conforme al art. 41 § 1 de la 
PB, ello pertenece también a la competencia de la Primera Sección de la Secretaría de Estado. 
187. Cf. art. 21 §2delaPB. 
188. Cf. arts. 13-16 y 20 de la REU. 
189. Art. 107 de la REU decía: «per eandem sectionem (se trataba de la segunda Sección) iu-
dicat insuper de conflictibus competentiae inter Dicasteria Sedis Apostolicae; cognoscit negotia 
administrativa a Romanae Curiae Congregationibus ipsi delata...». 
190. Art. 20 de la PB: «conflictus competentiae inter Dicasteria, si qui oriantur, Supremo 
Tribunali Signaturae Apostolicae subiciantur, nisi Summo Pontifíci aliter prospiciendum placue-
rit», y art. 123 § 3 de la PB: «cognoscit etiam de alus controversiis administrativis quae (...) a Ro-
manae Curiae Dicasteriis ipsi deferantur necnon de conflictibus competentiae inter eadem Dicas-
teria». 
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nerales emitidos, bien con aprobación en forma específica del Romano Pontífice 1 9 1 , 
bien en virtud de un mandato especial 1 9 2 . A continuación vamos a tratar solamen-
te de los actos administrativos. 
N o encont ramos en la Pastor Bonus muchas reglas procedimentales ; sin 
embargo una lectura detal lada permite descubrir algunos rasgos del procedi-
miento que se sigue en los Dicasterios de la Curia. Hay normas que tratan tanto 
sobre modo de proceder al tramitar diversos asuntos en los Dicasterios, como so-
bre la misma formación de los documentos emitidos. 
Conforme al art. 11 de la P B , los Dicasterios trabajan colegialmente . Los 
asuntos de mayor importancia deben ser conocidos por la Plenaria que se cele-
bra una vez al año. Para una sesión ordinaria basta convocar a los Miembros que 
viven en la Urbe; sin embargo a las sesiones en que se trata de los asuntos que 
tienen carácter de principio general u otras, según el ju ic io del Prefecto o Presi-
dente, deben ser convocados todos los Miembros . 
L a gama de los actos administrat ivos que pueden emitir los dicasterios es 
muy amplia . L a ley sobre la Curia R o m a n a n o lo especifica, pero parece que a 
esta materia se aplican también las normas codicíales. En primer lugar, podemos 
enumerar los actos de gobierno, entre ellos los decretos, que indudablemente son 
actos más propios de ese tipo (p. e j . ce . 312 § 1 n 1 s, 449 , 504, etc.) . C o m o es 
sabido, la interpretación auténtica de las l e y e s 1 9 3 pertenece a la competencia del 
Consejo Pontificio para la interpretación de los textos legislativos; pero en casos 
particulares dicha interpretación se puede hacer mediante un acto administrativo 
(c. 16 § 3) , por ejemplo un decreto que manda aplicar de un m o d o determinado 
la ley o seguir un procedimiento. 
Otro tipo de documentos que despachan los Dicasterios son los rescriptos, 
es decir los privilegios, las dispensas y otras gracias reservadas a la Santa Sede 
(p. e j . ce. 2 9 1 , 1031 § 4 , 1 0 7 8 § 2, 1165 § 2, 1203, etc.) emitidos tanto motupro-
prio, como a petición. 
Un grupo no menos importante está formado por los actos que manifiestan 
la función de control, entendida en sentido amplio, ejercida por la Santa Sede. A 
este grupo pertenecen licencias, aprobaciones, confirmaciones, autorizaciones e 
indultos (p. ej. ce. 237 § 2, 242 § 1,439 § 1, 686 §§ 1 y 2 , 7 0 0 , 7 7 5 § 2, 816, 825 
§ 1,1112 § 1, 1231, 1246 § 2, 1264 n l s , 1272, 1292 § 2, etc.). 
C o m o se sabe, la actividad de la Cur ia R o m a n a no se agota en establecer 
normas y reglas. Hay que recordar las funciones de animación pastoral ejercidas 
191. Cf. art. 18-b de la PB. La cuestión es muy discutida en la doctrina, cf. entre otros, VIA-
NA, La potestad, pp. 100-102; GÓMEZ-IGLESIAS, La «aprobación específica», esp. pp. 385-387; 
donde el Autor presenta diversas opiniones de los canonistas sobre este problema. 
192. Cf. art. 13 de la PB. 
193. Cf.art. 155 de la PB. 
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por los organismos de la Sede Apostól ica 1 9 4 ; pero para cumplir con ellas son más 
adecuados los documentos cuyos contenidos son exhortat ivos y no imperat i -
vos 1 9 5 . 
La Pastor Bonus contiene algunas normas dedicadas directamente al pro-
cedimiento de tramitación de los asuntos en los Dicasterios. En primer lugar en-
contramos un precepto a propósi to del principio de puntual idad en la act ividad 
administrativa. Se trata del art. 26 § 3 , que está localizado en el apar tado referi-
do a las relaciones con las Iglesias part iculares. Parece , por tanto, que esta nor-
ma es aplicable a todas las cuestiones presentadas a los Dicasterios por los inte-
resados fuera de la Curia. Se debe enviar sin demora (sine mora) la respuesta o, 
al menos, un acuse de recibo a quién presentó el asunto 1 9 6 . Tal expresión, aunque 
muy general , de hecho tiene el mismo valor que palabra quamprimum que apa-
recía en la no rma equivalente del Schema de procedura administrativa191. N o 
obstante, el deber de proveer sin demora a los negocios de la Curia no supr ime 
el plazo máximo, fijado por el Código, para dar cualquier respuesta 1 9 8 . 
El art. 26 §§ 1 y 2 de PB introduce la obligación de mantener «unas relacio-
nes frecuentes con las Iglesias particulares» para pedir su opinión o consulta. La 
Curia debe también comunicar a los Obispos diocesanos los documentos más 
importantes o los que se refieren a su diócesis, antes de publ icar los 1 9 9 . Según la 
disposición de esta norma, el deber que comentamos se extiende a los documen-
tos que tengan carácter especial. Sin embargo tales exigencias conectan directa-
mente con las reglas de verdad objetiva, de participación activa de las partes en 
el procedimiento y de diálogo con ellas. Estos principios influyeron en la redac-
ción del c. 5 0 2 0 0 . N o deja de ser muy deseable que los Dicasterios consulten con 
los interesados, al menos «en la medida de lo pos ib le» 2 0 1 , todas las circunstancias 
del asunto antes de emitir un decreto. 
Además del deber de consulta con Obispos, los organismos curiales tienen 
la obligación de consulta previa con el Romano Pontífice, reafirmada por el art. 
18 de P B 2 0 2 . Conforme a dicha norma se han de comunicar al Sumo Pontífice to-
das las cuest iones de mayor importancia o extraordinarias antes de despachar-
194. No cabe duda de que la PB subraya muy fuertemente la índole pastoral del servicio que de-
sempeñan los Dicasterios; cf. esp. nn. 5,9,13 y 14 del Proemio, también arts. 15 y 33-35 de la PB. 
195. Cf. VIANA, La potestad, pp. 105s; ARRIETA, Principios informadores, pp. 73s. 
196. Cf. art. 26 § 3 de la PB. 
197. Cf. c. 6 § 1 del SCHPA 6.°, en PCCICR, Procedura administrativa 6, vid. supra, la nota 
n. 125. 
198. Cf. c. 57 § 1. Sobre el silencio administrativo vid. supra, punto I.B.2; allí presentamos 
nuestras observaciones y citamos la bibliografía. 
199. Cf. VIANA, La potestad, pp. 109s. 
200. Vid. supra, punto I.B.l. 
201. Cf. c. 50. 
202. VIANA, La potestad, pp. 109s. 
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l as 2 0 3 . Dependiendo del carácter del asunto, después de la consulta previa al Ro-
mano Pontífice, cuando sea positiva, se permit irá al Dicaster io emitir el docu-
mento dentro de las atribuciones de su competencia previa, o se verificará que se 
necesita un mandato especial , cuando la mater ia del acto excede de su compe-
tencia. En el pr imer caso la consul ta funcionaría como alguno de los t ipos de 
aprobación; en el segundo resultaría como un mandato especial que permite ac-
tuar con potestad de legada 2 0 4 . Teniendo en cuenta lo expues to , cabe señalar la 
notable diferencia entre la consulta previa y aquella de que habla el art. 26 §§ 1 
y 2 2 0 5 . L a pr imera deriva de la relación vicaria entre el Papa y los Dicasterios, y 
por tanto el resultado de la consul ta es canónicamente vinculante. La segunda 
consulta, aunque preceptiva, no tiene ese carácter 2 0 6 . 
Finalmente haremos una alusión a las aprobaciones o confirmaciones pon-
tificias, o sea, a las formalidades que no pertenecen a la formación del acto, pero 
son imprescindibles, cuando así lo prescribe la ley, para su efectiva emisión y en-
trada en vigor 2 0 7 . Sin embargo, tal intervención por parte del Sumo Pontífice pue-
de originar cambios o correcciones del acto sometido a su vista. 
Según el art. 18 de la PB se han de presentar al Papa, para su confirmación 
o aprobación, solamente las decisiones de mayor importancia, a no ser que se ha-
yan tomado en virtud de manda to especial del R o m a n o Pontífice. Quedan tam-
bién excluidas de la aprobación pontificia las sentencias de la Rota Romana y 
del Supremo Tribunal de la Signatura Apostól ica 2 0 8 . 
A pr imera vista la regulación parece similar a la que contenía la R E U ; sin 
embargo la comparación de las normas de la R E U y de la P B 2 0 9 sobre esta mate-
ria evidencia una clara distinción. En la ley antecedente de la Curia Romana no 
se l imitaban las decisiones que necesi taban la aprobación pontificia sólo a los 
asuntos de mayor importancia 2 1 0 . 
203. Tal deber parece muy propio de la relación de vicariedad; vid., a propósito del ámbito 
diocesano, c. 480. 
204. VIANA, La potestad, p. 110. 
205. Cf. art. 26 § 1: «Crebrae relationes foveantur cum Ecclesiis particularibus coetibusque 
Episcoporum, eorum consilium exquirendo, cum agitur de apparandis documentis maiorismomen-
ti, indolem generalem habentibus»; y § 2 del mismo artículo: «Quantum fieri potest, antequam pu-
blici iuris fiant, communicentur cum Episcopis dioecesanis documenta generalia aut quae earun-
dem Ecclesiarum particularium speciali modo intersint». 
206. VIANA, La potestad, pp. 109s. 
207. En las observaciones que siguen no vamos a abordar la cuestión de la llamada «aproba-
ción en forma específica»; nos parece más oportuno volver sobre este tema en el epígrafe dedica-
do al RGCR. 
208. Cf.art. 18-adelaPB. 
209. Se trata del art. 136 de la REU y art. 18 de la PB. 
210. Cf. VIANA, La potestad, pp. 110-113. 
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c) Reenvío a los Reglamentos 
Los arts. 37 y 38 mencionan de modo directo el Reg lamento General de la 
Curia R o m a n a 2 " y los Reglamentos propios de cada Dicaster io. Según la dispo-
sición de tales normas el Reg lamento de la Cur ia complemen ta lo establecido 
por la ley 2 1 2 . Se trata, por tanto, de una normativa más deta l lada que desarrolla 
las prescripciones de esa ley al determinar los modos en que se han de estudiar 
y resolver los asuntos presentados a la Curia Romana . Tal solución tiene conse-
cuencias muy amplias para el orden de tramitar los negocios , que a partir de ese 
momento goza de carácter no solamente interno, sino común . Gracias al art. 37 
de la PB el procedimiento establecido para tratar unos asuntos determinados tie-
ne valor obligatorio y su violación puede ser causa del recurso a la Sección Se-
gunda del Tribunal Supremo de la Signatura Apos tó l ica 2 1 3 . Se subraya también, 
en la misma norma, el carácter ejecutorio de la ley, y por tanto subordinado a 
ésta. 
2. El Reglamento General de la Curia Romana 
Se trata de una norma publicada por el Secretario de Estado con aprobación 
pontificia en forma común. Las pautas indicadas por el art. 37 de la PB permiten 
afirmar que se trata de un decreto general ejecutorio 2 1 4 que desarrolla dicha ley es-
tableciendo una normativa específica en esa materia 2 1 5 . Al margen de nuestras ob-
servaciones, cabe señalar que cuando escribimos estas palabras ya han transcurri-
do los cinco años desde la fecha de la aprobación pontificia que , según el texto 
del proemio del Reglamento, se concedió ad quinquennium. Sin embargo el acto 
sigue obligando. Las circunstancias de ese caso parecen ser similares al caso de 
las Normae Speciales del Tribunal Supremo de la Signatura Apostólica, aproba-
das por el Papa Pablo VI el año 1968 ad experimentum, y que no se han cambia-
do a pesar de la nueva ley sobre la Curia Romana y su nuevo Reglamento. 
211. La Constitución ha mencionado solamente tal acto; pues a la hora de promulgar la ley so-
bre la Curia existía el Reglamento antecedente del 22 de febrero de 1968, concordado con la REU. 
Como es sabido, el nuevo Reglamento lleva fecha del 4 de febrero de 1992 y fue promulgado en 
el fascículo de AAS del 7 de marzo de 1992; cf. A AS 48 (1992) 201-267. 
212. Cf. art 37 de la PB: «huic Constitutioni Apostolicae accedit Ordo servandus seu normae 
communes...». 
213. Conforme al art. 123 § 1 de la PB, el Tribunal conoce los recursos contra los actos admi-
nistrativos, cuando se pretenda que ese acto violó la ley que en este caso es la ley de procedimien-
to. Tal opinión sostiene ARRIETA, cf. // valore, pp. 113s. Podemos añadir que la violación del pro-
cedimiento establecido por el Reglamento violaría a la vez el art. 15 de la PB. 
214. Cf. c. 31. 
215. Cf. VIANA, El Reglamento, p. 502. 
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El acto que estamos comentando afecta a la organización interna, y hace tam-
bién referencia, lógicamente, a los interesados o afectados por la actividad de los Di-
casterios. El Reglamento consta de dos partes diferentes, dedicadas, respectivamen-
te, al personal de la Curia 2 1 6 y a las normas generales acerca del procedimiento que 
siguen los Dicasterios en sus tareas 2 1 7 . Para explicar las cuestiones más importantes 
referidas al tema de nuestro trabajo nos referiremos, sobre todo, a la parte segunda. 
a) Sobre la competencia de los Dicasterios 
Una de las novedades de este RGCR, en comparación con las disposiciones 
de la normat iva reglamentar ia anterior, es la inclusión, por pr imera vez, de una 
serie de normas que tratan sobre la competenc ia de los Dicasterios y la coordi-
nación de éstos. Indudablemente se advierte el influjo de las opiniones de la doc-
trina en el ámbito del derecho administrativo durante los últ imos años 2 1 8 . 
A propósi to de la competencia , el Reglamento repite en gran parte y a la 
vez precisa las normas de la ley sobre la Curia Romana 2 1 9 . Se supone que los re-
g lamentos propios de cada Dicasterio determinan de manera aún más detallada 
la materia que pertenece al ámbito de su actividad propia, pues antes de empezar 
a estudiar un asunto todos los organismos de la Curia deben comprobar que éste 
no excede de su competencia 2 2 0 . 
216. Cf.arts. 1-81 del RGCR. 
217. Cf. arts. 82 -130 del RGCR. 
218. Cf. VIANA, El Reglamento, p. 505. 
219. Se puede comparar el art. 107 del RGCR y el art. 13 de la PB. Art. 107 del RGCR: «Cada 
uno de los Dicasterios, en el ámbito de la propia competencia, determinada por la Const. ap. Pas-
tor bonus: a) trata las cuestiones que, por su naturaleza o por disposición del derecho canónico, son 
reservadas a la Santa Sede y también las que le sean confiadas por el Sumo Pontífice; b) examina 
problemas que superen la esfera de competencia de los Obispos individuales o de los Organismos 
episcopales, teniendo en cuenta el ámbito propio de las Iglesias particulares y de las facultades que 
les corresponden en la estructura de la Iglesia; c) estudia los problemas más graves del momento, 
de acuerdo con las Iglesias particulares y con los Organismos episcopales competentes, para una 
más eficaz promoción y una coordinación más conveniente de la acción pastoral de la Iglesia; d) 
promueve, favorece y anima iniciativas dirigidas al bien de la Iglesia universal; e) examina y, si es 
el caso, juzga las cuestiones que los fieles, haciendo uso de su derecho, remiten directamente a la 
Santa Sede. En estos casos, como norma, será oído el Ordinario interesado y el Representante Pon-
tificio». Art. 13 de la PB: «Los Dicasterios tratan, según su propia competencia los asuntos que, 
por su especial importancia, por su naturaleza o por derecho, están reservados a la Sede Apostóli-
ca, además de aquellos que exceden el ámbito de competencia de los Obispos o de los organismos 
episcopales, así como los que les sean confiados por el Sumo Pontífice. Les incumbe el estudio de 
los problemas más graves de nuestra época, de modo que la acción pastoral de la Iglesia se pro-
mueva con más eficacia y se coordine adecuadamente, manteniendo la relación debida con las 
Iglesias particulares; promueven iniciativas para el bien de la Iglesia universal; conocen, finalmen-
te, los asuntos que los fieles, en el ejercicio de sus derechos, remiten a la Sede Apostólica». 
220. Cf., en el RGCR, p. ej. arts. 115 § 1 («Los Dicasterios singulares, en el campo de su pro-
pia competencia, tratan las cuestiones de interés universal en documentos apropiados. En las ma-
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Otra cuestión que a nuestro parecer recibe en el Reg lamento un tratamien-
to nuevo es el procedimiento para someter los documentos preparados a la apro-
bación pontificia, tanto simple c o m o específica, y la presentación de los supues-
tos en que se necesi ta una de éstas o un mandato especial . A pesar de que el 
Reglamento utiliza las expresiones «aprobación específ ica» 2 2 1 y «aprobación en 
forma específ ica» 2 2 2 , sin aclarar si se trata del mismo instituto, la cuestión no re-
sulta muy compleja, aunque suscita algunas dudas. 
Parece necesario explicar a lgunas cuest iones a propósi to de la aprobación 
en forma específica de los actos administrativos de los Dicas ter ios 2 2 3 . Conforme 
al art. 111 § § 1 y 2 es necesario comunicar al R o m a n o Pontífice todas las cues-
tiones extraordinarias, y las de mayor importancia deben ser sometidas a él para 
determinar su trámite en los órganos de la Curia; o sea, es el S u m o Pontíf ice 
quien decide si un asunto puede ser resuelto por manda to especial a tr ibuido al 
Jefe del Dicasterio, o el acto, una vez acabada su formación, obtendrá la aproba-
ción en forma específica. La expresión empleada en la Const i tución Pastor Bo-
nus2U puede dar la impresión que a esta aprobación se someten solamente los ac-
tos de índole normativa. En cambio , en el art. 1 1 0 § 1 del R G C R encont ramos 
mención de la posible aprobación en forma específica de los actos administrati-
vos de los Dicasterios. N o sabemos, sin embargo, a qué actos administrativos se 
refiere dicha norma porque ésta no precisa si se trata de los actos administrativos 
singulares. Como es sabido, la nomenclatura utilizada en derecho canónico para 
designar los distintos actos resulta a veces muy confusa 2 2 3 . Por tanto, hemos de 
tenas de competencia de varios Dicasterios pueden ser elaborados documentos interdicasteriales») 
y 121 § 1 («Antes de aceptar un recurso los Dicasterios deben cerciorarse de la propia competen-
cia y de la observancia de las normas relativas a la interposición de los recursos. En caso contrario 
declaran la propia incompetencia o la improcedencia del recurso»). 
221. Cf. art. 109 § 2 del RGCR: «Los Dicasterios no pueden publicar leyes y decretos gene-
rales, de los que trata el can. 29 del Código de Derecho Canónico, ni derogar las disposiciones del 
derecho establecido por el Sumo Pontífice sin su aprobación específica. Pueden, en cambio, con-
ceder dispensas en los casos singulares, a tenor del derecho». 
222. Cf. art. 110 § 1 del RGCR: «El Dicasterio que considere oportuno solicitar al Sumo Pon-
tífice la aprobación en forma específica de un propio acto administrativo, debe hacer la petición 
por escrito, aduciendo los motivos y presentando el proyecto del texto definitivo». 
223. No es nuestra tarea entrar al fondo de la cuestión de las aprobaciones específicas o ex 
certa scientia. Lo hacemos solamente a propósito de las competencias de los Dicasterios. Prescin-
dimos a la vez de la confusa cuestión terminológica, que hemos señalado. 
224. Cf. art. 18-b de la PB («Dicasteria leges aut decreta generalia vim legis habentia ferré 
non possunt nec iuris universalis vigentis praescriptis derogare, nisi singulis in casibus atque de 
specifica approbatione Summi Pontificis»), 
225. Como ejemplo podemos tomar el c. 29, que habla de los «decretos» que «son propiamen-
te leyes», pero se llaman del mismo modo que un tipo de normas administrativas. Recordamos a 
la vez algunas opiniones que, bajo el nombre de acto administrativo, sensu largo, entendieron un 
acto de índole normativa emitido por un órgano que goza de la potestad administrativa, cf. Zu-
ROWSKI, Akty administracyjne, p. 52. A ese concepto se acerca RINCÓN cuando habla de un «acto-
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manifestar nuestra duda sobre la relación entre la disposición del art. 110 § 1 2 2 í 
del R G C R y la del art. 18-b de la P B ; pues según afirma art. 37 de la misma ley, 
el R G C R no puede cambiar las normas de la Constitución. 
Conforme al art. 110 § 2 del RGCR es posible la aprobación en forma especí-
fica de un acto administrativo singular, formado en virtud del mandato especial con-
cedido por el Romano Pontífice al Jefe de Dicasterio 2 2 7 . Tal supuesto se dará cuan-
do un asunto exija seguir «un procedimiento diverso del que establece el derecho». 
A nuestro juicio se trata tanto de procedimientos determinados por el mismo Regla-
mento, o por el reglamento de un Dicasterio, como de reglas procedimentales esta-
blecidas por la práctica de la Curia 2 2 8 . Tal vez con la aprobación en forma específi-
ca se pretenda evitar que el mandato especial concedido para realizar un trámite 
diverso del previsto por el derecho sea tenido por dispensa de las normas procesa-
les 2 2 9 . Pero no podemos olvidar que un acto administrativo aprobado informa spe-
cifica por el Romano Pontífice obtiene un valor que hace imposible recurrir contra 
ese acto 2 3 0 , y por tanto dichas aprobaciones serán casos muy limitados. 
Parece poco afortunada la fórmula de la disposición del art. 109 § 2 del 
R G C R 2 3 1 , que entre las competencias de los Dicasterios incluye la concesión de 
dispensas. En la misma norma se prohibe a los Dicasterios «derogar las disposicio-
nes del derecho establecido por el Sumo Pontífice», es decir dictar leyes y decre-
tos generales con fuerza de ley 2 3 2 . ¿Quiere ello decir que es de la misma índole 
conceder dispensas que derogar leyes? Sería muy difícil, contrario a la definición 
codicial, mantener tal ju ic io 2 3 3 . Quizá se haya pretendido de esta manera delimitar 
el ámbito de la competencia de los Dicasterios, aunque tal vez hubiera sido más 
oportuno, tratar de la concesión de las dispensas en un parágrafo aparte. 
norma» afirmando que es un acto normativo procedente de un órgano con función predominante-
mente administrativa, cf. Actos normativos. LABANDEIRA propone adoptar los nombres de «decre-
tos legislativos» para los actos de que habla el c. 30 y «decretos-leyes» para los actos contempla-
dos por art. 18-b de la PB, porque sostiene que tal término expresa el carácter legislativo del acto 
por una parte, y su procedencia del órgano ejecutivo por otra, cf. Cuestiones, p. 433. 
226. Véase la nota n. 224. 
227. Cf. art. 110 § 2: «Análoga petición debe hacerse cada vez que un Dicasterio considere 
oportuno solicitar al Sumo Pontífice mandato especial para seguir un procedimiento diverso del 
que establece el derecho. Sin embargo, tampoco en tal caso las conclusiones pueden ser conside-
radas aprobadas en forma específica, a menos que sean después sometidas al Sumo Pontífice y 
aprobadas por él en tal forma». 
228. Cf. ARRIETA,// valore, p. 113. 
229. En c. 87 se prohibe expresamente a los Obispos conceder tales dispensas. Conclusiones 
parecidas presenta ARRIETA, cf. II valore, p. 113. 
230. Cf. c. 1405 § 2; también art. 118 § 4 del RGCR. 
231. Véase la nota n. 221. 
232. Los que contempla el c. 29. 
233. El c. 85 dice que la dispensa es «legis mere ecclesiasticae in casu particulari relaxatio» y 
expone muy claramente que para concederlas basta gozar de la potestad ejecutiva. 
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b) Formación y emisión de los documentos 
Los arts. 115-117 del R G C R nos ofrecen las reglas sobre formación de los 
documentos . El ú l t imo de los artículos que menc ionamos se refiere de manera 
especial a los rescriptos. Según el art. 115 § 2 del R G C R pertenece al propio Di-
casterio determinar la forma del documento y su naturaleza. Por tanto el trámite 
de un asunto se adapta a esos factores, aunque sigue, en principio, las pautas 
marcadas por el art. 115 §§ 3-4 y 6-7 del RGCR. Conforme al art. 117 del R G C R 
los Dicasterios determinan en los propios reglamentos qué procedimiento se se-
guirá para expedir los rescriptos de gracia, dispensas , l icencias, etc. , s iempre y 
cuando obtengan autorización para el lo. Un procedimiento legí t imamente dis-
puesto obliga a todos los oficios de aquel Dicasterio, de tal manera que para se-
guir otro modo de proceder necesitan permiso del R o m a n o Pontífice en forma de 
mandato especia l 2 3 4 . 
Indudablemente, el régimen para la preparación de los documentos estable-
cido en el art. 115 abarca varios tipos de documentos y n o solamente los actos 
administrativos singulares; por consiguiente, para preparar esos actos se han de 
aplicar mutatis mutandis las normas allí establecidas. Teniendo en cuenta esa ad-
vertencia podr íamos esquematizar un posible iter para la formación y publica-
ción de los actos administrativos. 
En pr imer lugar, el oficio competente del Dicaster io debe elaborar el pro-
yecto del documento. Para esta tarea, cuando sea necesario, puede pedir colabo-
ración a los Consultores, así como ayuda a otros exper tos 2 3 5 . El proyecto debe ser 
presentado al Jefe del Dicasterio a fin de someterlo al pr imer examen que efec-
túa el Congreso. Este también da su parecer al Jefe del Dicasterio acerca del trá-
mite que ha de seguir ese documento . Sin embargo , es el Jefe quien indica los 
pasos que se darán a continuación, especialmente t iene que determinar la nece-
sidad de pedir el parecer de algunos Obispos interesados u otros Organismos 
episcopales 2 3 6 . El úl t imo paso, antes de presentar el documento al Sumo Pontífi-
ce, consiste en el examen del texto hecho por los miembros del Dicaster io 2 3 7 . Los 
documentos que afecten a la doctrina de la fe y las costumbres deben obtener el 
juicio positivo de la Congregación para la Doctr ina de la Fe. El Reglamento no 
234. Cf. art. 110 § 2 del RGCR (véanse la nota n. 227). 
235. Cf. art. 115 § 3 del RGCR («El proyecto del documento es elaborado por el oficio com-
petente del Dicasterio en colaboración con los Consultores u otros expertos en la materia»). 
236. Cf. art. 115 § 4 del RGCR («Después de un primer examen del proyecto de documento, 
el Jefe del Dicasterio, oído el parecer del Congreso, indicará a qué otros Dicasterios debe ser en-
viado para eventuales observaciones, y valorará también la oportunidad de oír al respecto el pare-
cer de Organismos episcopales o de algunos Obispos competentes de las áreas geográficas más in-
teresadas en el problema»). 
237. Cf. art. 115 § 6 del RGCR («El texto del documento será sometido al examen de los 
miembros del Dicasterio y, tras su aprobación, será presentado al Sumo Pontífice»). 
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exige que los actos adminis t rat ivos singulares sean somet idos al examen del 
Consejo Pontificio para la Interpretación de los Textos Legis la t ivos 2 3 8 ; sin em-
bargo es posible pensar, al menos teór icamente 2 3 9 , que este Dicaster io presente 
su dictamen técnico acerca de los aspectos formales de un acto 2 4". Finalmente fir-
ma el documento el Jefe del Dicasterio y lo refrenda el Secre tar io 2 4 1 , luego pue-
de ser notificado o expedido al ejecutor. Conforme al art. 129 § 2 del R G C R 2 4 2 , 
el registro del Protocolo debe dejar constancia de la salida de los documentos de 
la Curia, por tanto un documento , una vez terminado el procedimiento de su for-
mación, debe ser enviado a este Dicasterio. 
L lama la atención que se acentúe tan fuertemente, también a propósi to del 
procedimiento de preparación de los rescriptos, el pr incipio de la consul ta para 
recabar los datos necesarios, e incluso el diálogo con los interesados. Estas for-
mal idades parecen ser fruto de la voz de la doctrina, que se ha pronunciado 
tantas veces sobre la materia del procedimiento administrativo. 
Por primera vez en el R G C R se ofrecen las n o r m a s 2 4 3 acerca del procedi-
miento del recurso je rárquico . Aunque la mater ia del recurso no per tenece pro-
p iamente al núcleo del t ema de nuestro trabajo, sin embargo el procedimiento 
ahí expuesto presenta el iter d e formación de un acto administrat ivo que es la 
respuesta de la Santa Sede a la petición o al recurso del interesado. Nos limitare-
mos a esas cuestiones. 
Como es sabido, a la Santa Sede se puede presentar el recurso jerárquico con-
tra los actos emitidos por autoridades administrativas inferiores a la Santa Sede, así 
como las peticiones en que se solicita la revocación o modificación de la medida 
puesta por un Dicasterio como efecto de la definición de una controversia 2 4 4 . Los re-
238. Cf. art. 115 § 5 del RGCR («Los documentos de los Dicasterios destinados a la publica-
ción, en cuanto afecten a la doctrina sobre la fe y las costumbres, deben ser sometidos al juicio pre-
vio de la Congregación para la Doctrina de la Fe y, si tienen la naturaleza de decretos generales 
ejecutivos o de instrucciones, deben ser enviados al Consejo Pontificio para la Interpretación de 
los Textos Legislativos, para un examen sobre su congruencia legislativa con el derecho vigente y 
su correcta forma jurídica»); cf. también el art. 156 de la PB. 
239. Cf. art 116 del RGCR («El procedimiento referido en el art. precedente se aplica tam-
bién, cuando sea necesario, en la preparación de otros documentos»). 
240. VIANA presenta una propuesta de lege ferenda que tal examen sea obligatorio en todos 
los actos en que se pretendiera la aprobación en forma específica, cf. El Reglamento, pp. 524s. 
241. Cf. art. 115 § 7 del RGCR («El documento, firmado por el Jefe del Dicasterio y refren-
dado por el Secretario, antes de que se haga de dominio público, será dado a conocer a los Obis-
pos, a través de los Representantes Pontificios, permaneciendo firme lo dispuesto por el can. 81 
del Código de los Cánones de las Iglesias Orientales»). 
242. «Las diligencias de entrada y salida deben ser registradas en el Protocolo, según lo dis-
puesto en el Reglamento propio». 
243. Cf. arts. 118-121 del RGCR. 
244. Cf. art. 119 § 1 («Cuando la parte que se considere perjudicada pretenda impugnar las me-
didas o decisiones del Dicasterio, deberá presentar ante el mismo, en el plazo de 10 días útiles des-
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cursos jerárquicos presentados a la Sede Apostólica los examinan los Dicasterios 
competentes según la materia del recurso. Como motivo, el recurrente puede adu-
cir tanto cuestiones de fondo, como de legit imidad 2 4 5 . Sobre la revocación o mo-
dificación de la medida, el Dicasterio competente puede pronunciarse solamente 
en su sesión plenaria u ordinaria 2 4 6 ; se presupone que el m i smo procedimiento se 
aplica en el caso de resolver un recurso 2 4 7 . La respuesta del Dicaster io, tanto so-
bre la medida, como en cuanto al examen del recurso debe terminarse dentro del 
plazo de tres meses , o sea, según el término establecido po r el c. 57 del CIC (el 
C C E O presenta en el c. 1518 una solución más compleja) 2 4 8 . Existe, según el art. 
120 § 2, posibilidad de interrumpir el silencio administrativo con una simple res-
puesta interlocutoria, es decir, sin resolver el asunto, aunque en la doctrina no fal-
tan opiniones contrarias 2 4 9 . 
Cabe mencionar que la no rma del art. 120 § 3 2 5 0 establece expresamente el 
deber de aportar, en el decreto en que se resuelve el recurso presentado a la San-
ta Sede, los motivos en que el Dicasterio basa su decisión. Dicha norma mencio-
na el c. 51 del CIC y el c. 1519 del CCEO, pero la obligación se presenta de ma-
nera más imperativa que en los dos Códigos. 
Conforme a la disposición del art. 123 § 1 de la PB y del art. 120 § 4 del 
R G C R contra los actos administrat ivos singulares emit idos po r los Dicasterios, 
o aprobados por ellos cabe el recurso ante la Signatura Apostólica. 
C O N C L U S I O N E S 
A la vista de cuanto hemos expuesto en las páginas anteriores, pueden sin-
tetizarse las siguientes conclusiones: 
de la notificación, la solicitud de revocación o modificación de la propia medida»), y art. 120 § 1 
del RGCR («Los recursos jerárquicos a la Santa Sede contra los decretos administrativos de autori-
dades eclesiásticas son examinados, ya en la legitimidad, ya en la cuestión de fondo, por el Dicas-
terio competente, a tenor del derecho»). 
245. Cf. art. 120 § 1 (vid. supra, la nota n. 246). 
246. Cf. art. 118 § 3 («Solamente la Sesión plenaria u ordinaria puede conceder la revocación 
o modificación de la medida»). 
247. Además del procedimiento establecido por los ce. 1732-1739 del CIC, o los ce. 995-1005 
del CCEO. 
248. Cf. el art. 120 § 2 del RGCR («El examen de los recursos debe terminarse dentro de los 
plazos previstos por el can. 57 del Código de Derecho Canónico y del can. 1518 del Código de los 
Cánones de las Iglesias Orientales; cuando el recurso exija un examen más detenido hay que avi-
sar al recurrente del tiempo de prórroga y de las motivaciones que la hayan causado»). 
249. Así MONTINI, Problemata, pp. 482s.; también vid. supra, I.B.2. 
250. «El Dicasterio debe motivar las propias decisiones acerca de los recursos examinados, a 
tenor del can. 51 del Código de Derecho Canónico y del can. 1519 § 2 del Código de los Cánones 
de las Iglesias Orientales». 
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1. En la doctrina canónica más reciente, se abandonan definiciones y teorías 
prestadas por el derecho secular, buscando una noción propia del acto administra-
tivo singular que se compagine con la nueva normativa sobre la materia. Se su-
braya con fuerza el carácter singular del acto administrativo, y a los que gozan de 
potestad ejecutiva como órganos competentes para emitirlos. Existe gran coinci-
dencia de opiniones, en la doctrina, sobre cuáles son los elementos constitutivos 
del acto administrativo. De modo parecido se pronuncian los representantes de la 
doctrina acerca del procedimiento de formación de los actos administrativos, es-
pecialmente en la cuestión de las fases de su elaboración, aunque, al mismo tiem-
po, existen claras diferencias de matices en las opiniones al respecto. 
2. L a normativa del Código vigente no ofrece, desgraciadamente, una clara 
imagen del procedimiento administrativo general. Ello se debe a que se incorpora-
ron al CIC los cánones del Schema de procedura administrativa de manera muy 
selectiva e incompleta. En consecuencia, parece justificado hablar de ciertas diver-
gencias entre lo postulado en los Principios Directivos y las normas codiciales. 
a) El Código no es firme en cuanto a la forma escrita del acto, ni en la exi-
gencia de motivación. Se mantiene la institución de las gracias de viva voz (c. 59 
§ 2), y la forma escrita de los demás actos t iene consecuencias sólo ad probatio-
nem, e indirectamente sobre la eficacia de los actos. L a exigencia de explicar los 
motivos del decreto se ha limitado a las «decisiones», sin aclarar esta expresión. 
b) Se l imita de hecho, en comparación con el SCHPA, el deber de oír a los 
interesados (c. 50) , por incorporar al canon las fórmulas «quantum fieri potest» 
y «quorum iura laedi possunt». Para su jus t a aplicación, dicha norma requiere 
una interpretación correcta; estricta en cuanto a los motivos para no conceder la 
audiencia a los interesados, y amplia en cuanto a la determinación del grupo que 
puede resultar afectado por el acto. 
c) N o se prevé en el C IC la posibi l idad de que los interesados, en caso de 
que se les conceda audiencia, puedan contar con el asesoramiento de un perito o 
un abogado. 
d) Se suprimieron totalmente todos los cánones del SCHPA sobre el recur-
so contencioso administrativo y sobre los tribunales. 
3 . En el procedimiento de formación y emisión de los actos administrativos 
singulares en la Cur ia Romana es posible discernir tres fases principales de este 
procedimiento: inicio, sustanciación y conclusión. Existen también algunas for-
malidades imprescindibles para que el acto entre en vigor. 
4 . Cabe mencionar que en el procedimiento determinado por la Consti tu-
ción Pastor Bonus y el Reglamento General de la Curia Romana pueden encon-
trarse soluciones que parecen formuladas conforme a los postulados expresados 
en los cánones del Schema de procedura administrativa. As í resultan las normas 
sobre la consulta con los Obispos, y sobre el derecho de asesoramiento por parte 
de un abogado en el procedimiento de los recursos presentados ante la Curia Ro-
mana. 
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